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INTRODUCCIÓN

A mediados de noviembre de 
1976, el Instituto de Investigaciones 
Económicas de la Facultad de Econo­
mía de la Universidad Central resolvió 
auspiciar una investigación sobre las co­
munidades indígenas de Imbabura, pro­
puesta por el autor de este informe. La 
investigación debía comprender aspec­
tos relativos a la aplicación de las leyes 
de reforma agraria en esa provincia.

Básicamente, el auspicio con­
sistió en un fondo de 120.000 sucres 
destinado al objeto. De acuerdo con el 
Director del Instituto y con estudiantes

* Trabajo de investigación realizado con el auspicio del 
Instituto de Investigaciones Económicas de la Facultad 
de Ciencias Económicas de la Universidad Central del 
Ecuador. Informe julio!979.

de economía, el autor seleccionó un per­
sonal que, en conjunto, se compuso de 17 
miembros. Estos actuaron en brigadas 
que visitaron las comunidades de la pro­
vincia e incluso regiones de ésta como 
las de Lita, Intag y El Chota, donde no 
se da necesariamente el fenómeno de la 
comunidad indígena: en Lita e Intag pre­
domina la población mestiza, asentada 
en pequeñas propiedades, mientras que 
la población del Chota es negra, integra­
da por ex huasipungueros y ocupa parte 
de la provincia de Imbabura y parte de la 
provincia del Carchi. Las comunidades 
visitadas y sobre las cuales se registran 
datos fueron las siguientes:
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N ÚM ER O C O M U N ID A D C A N TÓ N
1 C a r a b u e la O t a  v a  lo

2 S a n  R o q u e  A l t o

3 T o c a g o n

4 S a n  L u is  d e  A g u a l o n g o

5 Q u in c h u q u i

6 P e g u c h e

7 T u n g a v ic h e - A r ia s p a m b a

8 La  B o lsa

9 C o t a m a

1 0 Pijal

11 C a c h im b ir o

1 2 C a lp a q u i

1 3 C a c h im u e l

1 4 H u a y c o p u n g o

1 5 A z a m a

1 6 A g a t o

1 7 A n g la

1 8 M o n s e r r a te ,  M a c h á n g a r a - R u i l o m a  y  T io c a l le jó n

1 9 A ra q u e

2 0 C a m u e n d o

21 La  C o m p a ñ ía

2 2 P u c a rá  B a jo

2 3 P u n y a ro

2 4 P a m p lo n a

2 5 B a r r io n u e v o

2 6 S a n  L u is

2 7 Im b a b u e la

2 8 La  R in c o n a d a

2 9 La  J o y a

3 0 C u s in p a m b a

31 C a s c o  V a le n z u e la

3 2 A n g la  y  V a g a b u n d o

3 3 S a n  F r a n c i s c o  d e  S e lv a  A le g r e

3 4 S a n  C a r lo s  d e  P a lm a  R ea l

3 5 G u a la v í

3 6 P ia ya C o t a c a c h i

3 7 P e ra fá n

3 8 T u n ip a m b a

3 9 S a n  P e d ro

4 0 A s a y a
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41 El B a t á n

4 2 La  C a le r a  (A lta  y  B aja)

4 3 T o p o g r a n d e

4 4 T o p o c h i c o

4 5 S a n t a  B á rb a r a

4 6 M o r o c h o s

4 7 G u it a r r a  U c u

4 8 P u n g e

4 9 D o m i n g o  S a v io

5 0 C u m b a s  C o n d e

51 V ic to r ia

5 2 M o n o p a m b a

5 3 La  M a g d a l e n a 1 b a r r a

5 4 La  R in c o n a d a

55 Z u le t a

5 6 R u m ip a m b a

5 7 P u n g u h u a i c o

5 8 P a n iq u in d r a

5 9 S a n  C le m e n t e

6 0 La  M e r c e d  (h a c ie n d a )

61 La  F lo r id a

6 2 G u a n u p a m b a

6 3 El A l iz a l

6 4 P i la s c a c h o A n t o n i o  A n t e

6 5 P u c a r á  S a n  R o q u e

6 6 L o s  O v a l o s

6 7 El C h o t a El C h o t a

6 8 T u m b a t ú

6 9 El J u n c a l

7 0 C h a l g u y a c u

71 M a s c a r i l la

7 2 P u s ir  G r a n d e

7 3 P i q u iu c h o

7 4 L ita

75 In t a g
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¿Cuáles eran los objetivos que se plan­
teaba la investigación?
¿Cuáles eran las hipótesis?

La investigación estaba enca­
minada a probar que la aplicación de las 
leyes de reforma agraria hablan afecta­
do seriamente a la estructura tradicional 
de la comuna indígena, pero no para 
elevarla a planos superiores en el terre­
no socio-económico, sino simplemente 
para dar mayor vía al desarrollo capi­
talista liberando mano de obra, conser­
vando, apenas modernizadas, las viejas 
formas de explotación, discrimen y pos­
tergación que rodearon siempre la exis­
tencia de la comuna indígena. Al mis­
mo tiempo, nos propusimos demostrar 
que la Reforma Agraria, del modo como 
se aplicó en el Ecuador, no eliminó la 
injusticia social, como lo preconizó 
desde la primera Ley -julio de 1964—, 
ni acabó con el llamado precarismo, tér­
mino que designa relaciones serviles o 
precapitalistas en las que el campesino 
depende, para subsistir del fruto que 
obtiene en tierras ajenas, mediante apar­
cería, arrendamiento y otra modalidad. 
La investigación terminó por comprobar 
estas hipótesis.

La comuna indígena -salvo va­
riantes locales- lo mismo en Imbabura 
que en el resto del país, se había carac­
terizado por la posesión de terrenos de 
usufructo común así como de parcelas

individuales. Socialmente estaba regida 
por un cabildo que presidía un alcalde. 
Este cabildo era electivo y constituía una 
institución muchas veces democrática, 
participaban las mujeres. La diferen­
ciación social a veces era marcada pero 
generalmente no tan marcada como para 
invalidar las relaciones comunitarias. 
La lucha contra el despojo del suelo y la 
defensa de las tierras comunales contra 
la expansión del latifundismo, que cre­
cía a costa de aquellas, había hecho de 
la comuna indígena un baluarte sólido 
y unificado para la defensa de los de­
rechos indígenas. La propia colonia se 
vio obligada a coexistir con la comuna.

El desarrollo capitalista deter­
minó que la comuna se debilitara rápida­
mente. Fueron desapareciendo las tierras 
de uso común, la diferenciación social 
interna se acentuó y el Estado se introdu­
jo para manipular la comuna, cuyas auto­
ridades se hallan cada vez más controla­
das por el respectivo teniente político.

Con la iniciación de las leyes 
de reforma agraria en el país -julio de 
1964- y el consiguiente ejercicio del 
cooperativismo inspirado por la Alianza 
para el Progreso, nuevos elementos ven­
drían a sumarse a los anteriores llevando 
hacia la extinción o cuando menos el de­
bilitamiento de la vieja comuna.

Transformada en cooperativa o 
pre-cooperativa,el Estado pasaba a tener
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un control más directo sobre ella, me­
diante una frondosa red de legislación, 
reglamentos y burocracia. Además, al 
adoptar formas de cooperativa que exi­
gían la presencia de gerentes y adminis­
tradores, necesariamente algo más ins­
truidos que los demás, con frecuencia se 
fue formando una élite de poder dentro 
del nuevo organismo y esta élite devino 
en clan económico que aprovechaba las 
mejores tierras, las acaparaba y al mis­
mo tiempo, venía a usufructuar de toda 
clase de privilegios.

Por otra parte, la afirmación 
de la tenencia individual de la tierra, 
fruto de la concepción impulsada por 
la Alianza para el Progreso (a cuyo 
impulso creció el cooperativismo en 
el país y se promulgaron las leyes de 
reforma agraria), unido al proceso e 
diferenciación ya mencionado, fue 
anulando las tradicionales formas de 
cooperación dividiendo a los comune­
ros, enfrentándolos a unos contra otros, 
convirtiéndolos en explotados y explo­
tadores entre sí; en suma desintegrado 
aquel baluarte indígena. Esto, agrega­
do al hecho de que el mercadeo de los 
productos de la comunidad continuó 
cada vez más sensiblemente en manos 
de intermediarios, hizo que finalmen­
te la comuna se convirtiera -contra su 
voluntad- en uno de los engranajes del 
desarrollo capitalista cada vez más in­
tenso que vive el Ecuador.

Se dirá quizás que en nuestra 
visión hay una nostalgia del pasado: 
que añoramos la comuna indígena co­
rrespondiente a formas precapitalistas, 
cuando en realidad es preferible la vi­
gencia de nuevas formas que proletari­
zan al campesino, asimilándolo mejor 
y de modo más seguro a la perspectiva 
histórica del socialismo.

Pero esta objeción no es otra 
cosa que economía política barata, la 
cual no llega ni a los más incipientes 
rudimentos del socialismo científico, 
en cuyo nombre pretenden hablar tales 
críticos. En verdad, no se trata de año­
ranza alguna por un pasado en agonía. 
De lo que se trata es de reconocer que 
el debilitamiento de la comuna indígena 
significa también el debilitamiento de 
las perspectivas socialistas.

La existencia de la agrupación 
comunitaria, con fuertes rasgos de so­
lidaridad y fraternidad, hacían de la 
comuna un elemento favorable al so­
cialismo. Basta recordar el rol jugado 
por la minga, el cambia manos, la ayuda 
mutua tanto para las obras de uso colec­
tivo, como puentes y caminos, cuanto 
para la vida familiar, como en el enteche 
de las casas de los comuneros o el inter­
cambio gratuito de mano de obra para la 
siembra y la cosecha. Por otro lado, la 
vida democrática de la comuna en cierto 
modo autónomo y autogestionaria, uni­
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da a los elementos anteriores, le daban 
a esta una connotación favorable a una 
perspectiva socialista.

Esto lo comprendieron los Es­
tados Unidos y la burguesía criolla, me­
jor que muchos de nuestros “teóricos” 
del proletariado. De allí justamente, 
el empeño tenaz y planificado con que 
los agentes del imperio y los gobiernos 
ecuatorianos han venido destruyendo 
los rasgos tradicionales de la comuna 
e impulsando el desarrollo de todos los 
elementos capitalistas ya anotados. Fue 
cabalmente la constatación de este he­
cho el que motivó nuestra inquietud que 
se plasmara en la investigación, cuyos 
resultados exponemos ahora al lector.

Debemos señalar que el material 
incorporado a este informe, cubre hasta 
el año 1977, inclusive, pues por varios 
factores desfavorables, la investigación 
tuvo demoras no previstas. De otro lado 
el informe no alcanza más acá de ese 
año, es decir que nuestros datos pueden 
haber variado en algo durante 1978 y el 
incompleto año actual, 1979. Más sin 
temor a equivocamos, solo pueden ha­
ber variado para peor, para mostrar un 
cuadro de agravamiento de cuanto aquí 
describimos y denunciamos. Hechos 
como la inflación galopante acentuada 
en los tres últimos años, la represión ofi­
cial incrementada por la dictadura, son 
únicamente dos indicadores del deterio­

ro de esta situación. Cualquiera puede 
comprobarlo.

NOTICIA DE LA PROVINCIA

La provincia de Imbabura, ubi­
cada al norte de la Sierra, tiene una po­
blación de 216.027 habitantes, según el 
Censo de 1974.

La conformación de la provin­
cia, en sus aspectos físicos, determina 
que en ella sea posible tanto una agri­
cultura variada como una significativa 
ganadería. A los productos tradiciona­
les de los Andes (maíz, papa, fréjol), 
hay que agregar la quinua, a la que se 
atribuye alto poder nutritivo y que es 
desconocida en la mayor parte de la Sie­
rra. Del mismo modo, hay que añadir 
los cultivos tropicales y subtropicales, 
como la caña de azúcar, ubicados parti­
cularmente en la región de Intag y hacia 
el noroccidente de la provincia.

Respecto a la ganadería, con­
viene señalar la extensión que adquie­
re el ganado ovejuno, una de las bases 
principales de la rica y diferenciada 
labor de tejidos en que se ha distin­
guido siempre el pueblo Imbaya. Pero 
además, en lo que va del siglo, se ha 
desarrollado notablemente el ganado 
vacuno, objeto económico principal 
de grandes latifundios, entre los que se 
destaca la hacienda Zuleta.
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Los suelos de la provincia están 
considerados de mediana y óptima cali­
dad, lo que ha permitido sensibles incre­
mentos en la producción, allí donde las 
técnicas han sido mejoradas.

Entre los recursos naturales más 
conocidos de Imbabura se encuentran 
los numerosos lagos dispersos por do­
quier, motivos todos de un rico folklore, 
así como de un creciente y desorgani­
zado turismo. Merecen destacarse tam­
bién las fuentes de aguas termales y mi­
nerales, apenas explotados hoy día.

Imbabura cuenta también con 
recursos mineros, metálicos y no metáli­
cos. Sobre los primeros hay que referir­
se especialmente a los que se supone, de 
acuerdo a versiones populares, existen 
en la zona de Intag, especialmente uno 
de gran valor estratégico: uranio.

En suma, se trata de una pro­
vincia muy rica, con escasa población y 
con grandes posibilidades de desarrollo 
socio-económico si partimos de sus po­
tencialidades.

Sin embargo, las estructuras que 
soporta la provincia -y  que son secuelas 
de la realidad nacional- determinan toda 
una gama de miseria, injusticias, anal­
fabetismo, enfermedades y desempleo 
como se irá viendo a lo largo de estas 
páginas. Pero además, no es necesario

un estudio especial para advertirlo. La 
provincia misma es un libro abierto a los 
ojos de cualquier viajero. Registremos 
algunos de estos signos:

El 68% de la población vive en 
el campo, en tanto que el 32% habita en 
la zona urbana. Hay una inmensa masa 
de población infantil correspondiente a 
menores de 4 años: el 16% de la pobla­
ción total, en tanto el 43% corresponde 
a edades entre 5 y 24 años.

Se calcula que la población eco­
nómicamente activa -PEA -, es de 65 mil 
personas, lo que equivale a una persona 
que trabaja por cuatro que no laboran.

De la PEA, el 43% pertenece a 
la agricultura, el 22% a la manufactura, 
el 7% al comercio y el 14% a servicios. 
En realidad la población dedicada a la 
agricultura es mayor, pues aquella que 
se dedica a los otros rubros tiene ne­
cesariamente que combinarlos con la 
agricultura, como medio indispensable 
para subsistir.

Como signo del atraso y situa­
ción general de Imbabura, están las altas 
tasas de mortalidad general, que son de 
13,2 por mil habitantes, en contraste al 
7,8 de la cifra media nacional. La mor­
talidad infantil alcanza a 82,6 por cada 
mil nacidos, superior a la tasa nacional, 
de 65,8 por mil. La mortalidad en la pri­
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mera infancia es de 37,1 por mil nacidos 
vivos. Esto se explica en parte por la ca­
rencia de hospitales y las pésimas con­
diciones de los mismos. En el curso de 
esta investigación, a comienzos de 1977, 
nos encontramos con el siguiente caso: 
se había desatado en toda la provincia 
y particularmente en el cantón Otavalo, 
una epidemia de fiebre tifoidea, que fue 
celosamente ocultada por las autorida­
des. Con este motivo se llevó a cabo una 
reunión de funcionarios, administrado­
res de salud y médicos en la ciudad de 
Otavalo. En ella se constató que la epi­
demia hacía estragos masivamente, no 
obstante lo cual, los enfermos no podían 
ser internados en centros de salud (hay 
1,4 camas por mil habitantes). Aún más 
en los casos diagnosticados con el mal, 
no se llevaba siquiera un registro de per­
sonas ni domicilios, pues se consideraba 
inútil llevarlo cuando no había ninguna 
condición para la atención domiciliaria.

Si no existe medicina curativa 
en proporciones adecuadas, tenemos 
ausencia total de medicina preventiva: 
el servicio de vacunación de los niños 
apenas es parcial, cuando existe.

Por otro lado, Imbabura es la 
provincia donde probablemente existe 
una mayor incidencia de enfermeda­
des causadas por el hambre. El bocio 
endémico está regado por todas partes, 
exhibiéndose públicamente en las taras

y secuelas degenerativas causadas por 
el bocio endémico. Esto ya había sido 
observado antes por Josué de Castro, el 
sabio brasileño especializado en el aná­
lisis del hambre a escala mundial.

Otro de los índices más negati­
vos en el campo de la salud se refiere a 
la incidencia de enfermedades venéreas 
en buen número de comunidades. El 
origen de este fenómeno está en la mi­
gración masculina hacia centros econó­
micos más desarrollados principalmente 
de la Costa. Los campesinos adquieren 
allí dichas enfermedades, en los trabajos 
de temporada; al regresar las propagan y 
nadie atiende estos casos ni se evita las 
trágicas secuelas en la herencia.

El analfabetismo es otro de los 
grandes dramas que soporta la provin­
cia y particularmente la población rural. 
De acuerdo al censo de 1974 existían 
50.200 analfabetos, es decir el 40% de 
la población con 15 y más años de edad, 
entre los habitantes rurales la cifra as­
cendió al 52 2% . En la población de 
escuela primaria y nivel secundario la 
deserción es del 40% antes de concluir 
el nivel respectivo, cifra que aumenta al 
74% en el caso de los niños del campo. 
Y aún en el caso de que los niños cam­
pesinos concurran a la escuela, el ren­
dimiento es bajo y no únicamente por 
causas alimentarias, también por el he­
cho de que la instrucción se imparte en
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español mientras la casi totalidad de la 
población rural es quichua y habla qui­
chua como el medio de relación social y 
cultural más importante.

De la población dedicada a la 
agricultura el 44% no tiene ninguna ins­
trucción, el 23% ha alcanzado de 1 a 3 
años de primaria y un 30% de 4 a 6 años 
de primaria.

Rasgo típico del desempleo 
y subempleo en Imbabura es el éxodo 
constante y con frecuencia masivo de los 
campesinos hacia la Costa o hacia Quito,

donde serán el factor determinante en los 
bajos salarios para la población obrera.

Las causas para esta situación, 
como lo dijimos, derivan de las con­
diciones generales en que se debate el 
Ecuador. Efectivamente aquí se hallan 
implantados con fuerza y difundidos los 
dos términos clásicos de la tenencia de la 
tierra en el país: latifundio y minifundio.

El minifundismo de acuerdo 
a las cifras oficiales, se sitúa en los si­
guientes términos:

PROPIEDADES MENORES DE 5 HECTÁREAS

C A N T O N E S

Porcentaje en relación a Ibarra Anton io  Ante Cotacachi O tava lo

superficie agrícola
7 5 % 9 4 % 74% 9 0 %

El fenómeno del latinfundis- 
mo indudablemente ha decrecido desde 
1964 en que se dictó la primera Ley de 
Reforma Agraria. El latifundio ecle­
siástico y privado ha sido transferido 
parcialmente a ex huasipungueros y a 
cooperativas agropecuarias que han sur­
gido desde entonces, pero se mantiene 
en términos generales. Además, el lati­
fundio tiende a reconstituirse, repartido

en fracciones de extensión considera­
ble, que no son destinadas al campesi­
no, pues lo son a favor de empresarios, 
grandes comerciantes y usureros. Esta 
traslación determinará el cambio de re­
laciones, probablemente, con presencia 
del salario del jornalero agrícola en lu­
gar de las antiguas relaciones de carác­
ter señorial, pero, en esencia, el latifun­
dio continuará en su rol de latifundio.
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La tierra distribuida no ha me­
jorado la situación de las comunidades 
indígenas, que son el principal objeto de 
este estudio. Tradicionalmente asentadas 
en toda la región montañosa de la pro­
vincia, las comunidades han visto crecer 
su población, desaparecer muchos de los 
rasgos comunitarios antiguos, acentuarse 
los elementos de economía capitalista en 
el campo, pero no han logrado salir del 
subdesarrollo que en muchos casos más 
bien se ha agravado.

Toquemos otro punto trascen­
dental:

Desde la década del 60, con el 
advenimiento de la Alianza para el Pro­
greso, la provincia de Imbabura se vio 
virtualmente invadida por los norteame­
ricanos. Los invasores habían llegado 
armados de biblias, métodos anticoncep­
tivos y planes de “desarrollo de la co­
munidad”. A más del “Cuerpo de Paz”, 
un enjambre de sectas se apoderó de la 
provincia: Mormones, Testigos de Jeho- 
vá, Adventistas, Pentecostales, Hijos de 
Dios, etc., crearon grupos de adictos, ri­
vales entre sí dentro de las comunidades 
y en conjunto opuestos a la tradicional fe 
católica que secularmente fuera profesa­
da por la totalidad de las comunas.

¿Por qué este fervor evangélico 
y anti católico impulsado por las sectas 
norteamericanas? Poco a poco se ha

descorrido el velo: se trataba de evitar 
que las comunidades indígenas se con­
virtieran en ariete contra la fortaleza del 
latifundio y el despojo que bien podía 
suceder debido a las fuertes luchas del 
campesinado de la provincia en las últi­
mas décadas, en defensa de las tierras co­
munales. Pucará bajo de Velásquez era 
un ejemplo de ello. Cuando en 1956, el 
gobierno pretendió despojar de su tierra 
a la comunidad de dicho nombre a orillas 
del lago San Pablo, para construir allí un 
hotel de lujo destinado a una conferencia 
Interamericana de Cancilleres -que nun­
ca se realizó-, los comuneros se opusie­
ron, la fuerza pública disparó contra ellos 
y mató a varios. La indignación cundió 
en el campesinado de toda la provincia.

Esta invasión “pacífica” tenía 
otro significado: la necesidad del control 
ideológico de las comunidades, a partir 
de la religión. Y es que la Iglesia católica 
se ha vuelto desconfiable. Anteriormen­
te, ella había sido uno de los fundamen­
tos principales del viejo orden social ba­
sado en el latifundio y la servidumbre.

Nosotros lo habíamos demos­
trado en nuestra obra “El Yugo Feudal” , 
en 1962, cuando dimos a conocer por 
primera vez en el país, la lista de propie­
dades agrícolas de la Iglesia, lista que en 
el caso de Imbabura y Carchi -una mis­
ma administración eclesiástica- signifi­
caba 25 haciendas. A esta lista hay que
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agregar las 13 haciendas que adicional­
mente registró en 1963 la investigación 
del CIDA1.

Mas en la década del 60, en lo 
que corresponde al Ecuador, la monolí­
tica Iglesia comienza a resquebrajarse. 
Surgen Obispos, sacerdotes, monjas y 
órdenes religiosas que abren fuego con­
tra aquel monolitismo, critican el papel 
del soporte social del sistema que ejerce 
la institución, reivindican al Cristo de los 
pobres, hablan de justicia e inician toda 
una acción concientizadora y organiza­
dora que los coloca en los umbrales de 
una posición revolucionaria. Hasta el 
momento, el Cuerpo de Paz y las sectas 
norteamericanas no asomaban en el cam­
po, donde la Iglesia era la base del impe­
rio. Pero los sismos producidos en ella 
obligaron a los Estados Unidos a infiltrar 
en el campo sus avanzadillas ideológicas. 
Llegaron pues todas esas sectas. Los re­
sultados están a la vista: el odio religioso 
y la división de las comunidades.

LA REFORMA AGRARIA

Cuando se dictó la primera Ley 
de Reforma Agraria en 1964, la divi­
sión de la tierra en la provincia ofrecía 
el panorama simplificado de un lati-

*Es decir el Comité Interamericano para el Desarrollo 
Agrícola en su estudio: ECUADOR. Tenencia de la 
tierra y desarrollo socioeconómico del sector agrícola, 
edit. por Unión Panamericana, Washington, 1965.

fundismo dominante, con más de 500 
hectáreas por hacienda y un extendido 
minifundismo.

Dentro del minifundismo se en­
globa las pequeñas propiedades de los 
comuneros (los censos no tomaron en 
cuenta a la comuna en su totalidad sino 
a sus componentes: los campesinos, en 
forma individual).

Atados a pequeñas propiedades, 
los indígenas comuneros no alcanzaban 
a subsistir con el solo fruto de sus par­
celas. Tenían que endeudarse forzosa­
mente, combinando misérrimos salarios 
de 5 a 10 sucres con prestaciones gra­
tuitas personales y familiares a favor de 
los latifundios; de allí que adquiriera ex­
tensión el sistema del huasipungo. En 
otros términos, el comunero combinaba 
el ingreso obtenido en el minifundio con 
el logrado mediante el sometimiento al 
latifundio. Propiedad campesina y li­
bertad venían a ser, así, meras ficciones.

No solamente existía el hua­
sipungo como modalidad del trabajo 
precario o precarismo. También era 
frecuente el ejercicio de la yanapa, por 
medio de la cual el indio yanapero de­
bía rendir tributo al latifundio mediante 
su fuerza de trabajo, a cambio de be­
neficios hacendarios tales como pasto, 
agua, uso de caminos. De igual forma 
se hallaba extendido el partido, como
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frecuentemente se denomina en la pro­
vincia al sistema de aparcería, consis­
tente en la cesión temporal del usufructo 
de la tierra al campesino, para que este 
haga un cultivo con inversión y trabajo 
propio, para luego entregar la mitad de 
la cosecha al propietario de la tierra.

No únicamente la población 
indígena resultaba víctima de estos sis­
temas de explotación. En el valle del 
Chota, las víctimas eran las comunida­
des negras asentadas en la región desde 
la época colonial, cuando los jesuítas 
trajeron esclavos cazados en Africa a fin 
de mantener y desarrollar las plantacio­
nes de caña de azúcar.

En la zona de Intag y hacia el no- 
roccidente de la provincia, los que sufrían 
las consecuencias de estas modalidades 
precaristas eran los campesinos mestizos.

De manera que en su conjunto, 
todo el campesinado de Imbabura se su­
maba a la comuna indígena en la cadena 
de la servidumbre, del hambre y de la 
muerte. Más la víctima principal resul­
taba siempre la comuna indígena, con 
sus tierras usurpadas por los latifundis­
tas, las cárceles repletas de indios comu­
neros bajo una acusación cualquiera y el 
discrimen social y cultural heredados 
de la colonia. Lo último se manifesta­
ba sobre todo en el constante insulto de 
los mestizos, aún si estos eran pobres e

igualmente explotados; en el desprecio 
oficial a la lengua y a la cultura quichuas 
y en los métodos consabidos ejercitados 
por las autoridades para obtener que los 
indios barriesen calles, plazas, cárce­
les y conventos, métodos simbolizados 
en la toma de prendas: el poncho o el 
sombrero del indio, o bien una ave o un 
animal que llevaba al mercado. Este 
método era también empleado por los 
intermediarios a fin de obligar al indio 
a que les vendiese sus productos a muy 
bajos precios. El discrimen se extendía 
al transporte inter-regional, donde los 
indios eran tratados menos que fardos. 
La persecución cultural la padecían 
también los negros del Chota. Así, los 
más viejos relatan que las haciendas les 
tenían prohibido, so pena de fuertes cas­
tigos, mencionar el nombre de José Ma. 
Urbina, el general de ideas liberales que 
en 1845, siendo Presidente de la Repú­
blica, decretó la abolición de la esclavi­
tud y, por tanto, la manumisión de los 
negros del Chota. Por esta razón, hasta 
un siglo después su nombre era maldito 
para los grandes propietarios.

El 11 de julio de 1963 el gobierno 
de John F. Kennedy, por medio de la CIA 
y de agentes directos, convictos y confe­
sos, como el general Gándara Enríquez, 
implantó la Junta que fuera luego derroca­
da el 29 de marzo de 1966. La Junta dictó 
con motivo del primer aniversario de la 
toma del poder, la Ley de Reforma Agrá-
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ria, que se proponía, según sus gestores, 
“hacer totalmente libres a los ecuatorianos 
y terminar con 143 años de coloniaje en 
las instituciones agrarias”.

Con posterioridad, en 1971, 
José Ma. Velasco Ibarra, elegido por 
quinta vez, gobernante del país, dictó la 
Ley de Abolición del Precarismo que se 
proponía hacer lo mismo que se propuso 
la Junta Militar y que no lo hizo. Por fin 
la dictadura militar del general Guiller­
mo Rodríguez Lara, promulgó en 1974 
la segunda Ley de Reforma Agraria, con 
el propósito de hacer lo que en los dos 
casos mencionados no se hizo.

Bien. Al margen de toda esa 
espesa demagogia, la verdad es que la 
aplicación de estas leyes tuvo particu­
larmente efecto en lo que corresponde a 
la liquidación del huasipungo, la forma 
más cruel y retardataria entre las moda­
lidades del precarismo. Los huasipun- 
gueros generalmente se convirtieron en 
minifundistas (o en meros desocupados 
que emigraron a las ciudades), sin que 
falten los casos en que conforme lo 
registramos en haciendas de Mariano 
Acosta, cantón Ibarra, existían hasta el 
momento peones huasipungueros, en su 
forma clásica. Las leyes aquí no han 
tenido cumplimiento.

En lo que corresponde al latifun­
dio de la provincia, este se ha consolida­

do esencialmente. Basta ver la hacienda 
Zuleta, que mencionamos en otro capítu­
lo. En muchos casos, particularmente en 
lo que corresponde a los latifundios de 
la Iglesia, los terratenientes optaron por 
constituir empresas agropecuarias de cor­
te capitalista, eliminando el precarismo 
y convirtiendo a los huasipungueros en 
obreros agrícolas. Es lo que sucede con 
la hacienda Cochicaranqui, en el cantón 
Ibarra, la cual eludió las obligaciones de 
ley, transformándose en sociedad agro­
pecuaria, que muchos suponen una mera 
ficción jurídica, ya que el mismo obispa­
do de Ibarra, su tradicional propietario, 
continúa siendo el dueño.

Por datos obtenidos por el Ins­
tituto de Investigaciones Económicas 
de la Universidad Central, tenemos que 
para 1976, esto es, 12 años después de 
expedida la Ley de Reforma Agraria, la 
provincia de Imbabura registraba el si­
guiente cuadro de latifundios con super­
ficies mayores a 1.000 hectáreas.

TIERRA, principales propieta­
rios de tierras en el país, provincia de 
Imbabura. Revista Economía, Instituto 
de Investigaciones Económicas, Uni­
versidad Central del Ecuador. No. 67, 
Año: 1976.
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PROVINCIA DE IMBABURA. PREDIOS DE MÁS DE 1.000 HECTÁREAS, 1977

N O M B R E  D E L  PR ED IO N O M B R E  D E L  PR O P IETAR IO E X T E N S IÓ N A V A LÚ O  N A C .

H a s Sucre s

El R e fu g io A lb o rn o z  A lfre d o  Dr. 1.300 2 .142 .06 0

La M a g d a le n a Freile B a rb a  M a n u e l y  Urlbe 1.520 9 .215 .46 0

Graciela Freile d e

H ac ie n d a  Zu leta Plaza L a s so  G a lo 2 .932 17.276 .025

H ac ie n d a  La M erced Barba d e  Freile R osa  y  otro s 1.261 9 .140 .29 0

Palacara G a rzó n  F o n se c a  Ed ua rd o 3 .349 2 .057 .22 0

H ac ienda  Tababuela Tababue la  In d u stria  Azucarera 4.961 10.727 .000

H ac ienda  M a n za n o Tob ar S u b ía  C ristób a l H e rede ro s 1.386 1 .012.166

H ac ie n d a  P im án Z a ld u m b id e  R osa le s  Celia 6 .318 4 .015 .05 0

H ac ie n d a  Yu rupam b a En ríq u e z  Jarrín  A lb e rto  Ing. 1.020 2.408 .754

Hda. H o sp ita l y  A nexo s Jijón C ecilia  B arb a  de 16 .676 6.138 .847

Hda. S a n  Jo sé Jijón C a a m a ñ o  y  Flores M a n u e l 1.099 12 .429 .528

C o ñ a q u i Barba Larrea  Rafael 1.130 5 .597 .572

L ig s ic a n g a  A lto C h ir ib o g a  G a n g o te n a  Rosario 1 .464 2 .277 .14 0

Hda. C a m b u g á n E sp ln o za  M a ría  Elisa Jarrín de 1.100 1 .684.100

In g u in c h o Jarrín R o b e rto  A q u lle s 2 .000 1 .812.400

Hda. A n g la Plaza L a s so  G a lo 1.433 7 .478 .26 7

Hda. H o sp ita l y  A nexo s Jijón Cec ilia  B a rb a  de 4.531 2 .913 .43 0

Con algún margen de error, en 
todo caso secundario, el cuadro muestra 
con nitidez la persistencia del latifundio 
en esta provincia.

Inclusive donde se ha dado el 
fraccionamiento del latifundio, aquel

no ha sido orientado hacia la Reforma 
Agraria, propiamente, sino hacia un 
neolatifundismo, hacia la formación de 
una creciente burguesía rural en detri­
mento del resto de campesinos, de la 
que forman parte minúsculas élites indí­
genas. En la zona de Urcuquí, para citar
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un ejemplo la investigación conoció el 
caso de Tumbabiro.

Tumbabiro es una zona don­
de se pone de manifiesto la propiedad 
mediana. Esta y las grandes haciendas 
usufructúan de la fuerza de trabajo del 
sector que no posee tierra en absoluto, o 
que posee ínfimas parcelas incapaces de 
producir lo necesario para la subsisten­
cia. El desempleo agrario ha permitido 
un amplio mercado de trabajo con sa­
larios que fluctúan entre 40 y 50 sucres 
diarios. Los medianos propietarios vi­
ven relativamente bien. En Tumbabiro 
hay cuatro comunas: Cruzloma, Ajum- 
buela, San Francisco y Cachimbiro. En 
esas comunas hay campesinos ricos que 
poseen de 80 a 100 hectáreas y que uti­
lizan la fuerza de trabajo de los campe­
sinos pobres, mediante salarios y formas 
precarias. Se da el caso de una señora 
que, con 80 hectáreas de su propiedad, 
tiene 6 partidarios.

Por todo esto la mayoría de los 
campesinos se quejan contra la Ley de 
Reforma Agraria, consideran que con 
esta situación es peor que antes.

Con todo, la mano de obra esca­
sea, por lo que los propietarios traen cua­
drillas de trabajadores de otros lugares.

En la zona de Urcuquí el fe­
nómeno es quizás más incisivo que en

otras partes. Urcuquí es una zona don­
de se nota la presencia dominante de la 
gran propiedad. La tierra y el pueblo 
se encuentran prácticamente engullidos 
por enormes feudos.

Las haciendas más importantes 
de la zona son: El Hospital, propiedad 
de Segundo Soliz (anteriormente de Ce­
cilia Jijón de Barba, esposa de Rafael 
Barba Larrea), con aproximadamente
20.000 hectáreas; el Ingenio y Hacienda 
de San José, de Francisco Salvador Mo­
ral y compañía; Pisangacho, que dirige 
un señor Carrera; Mindaburo, de Sa- 
mir Amador. Rafael Barba, aunque ha 
vendido la mayoría de sus propiedades, 
conserva todavía Coñaquí 1.130 hectá­
reas, Coñaquisito, Añaburo, La Quesera 
y El Puente. De todas estas haciendas, 
las más importantes son El Hospital y 
anexas y San José. La primera se halla 
altamente tecnificada y se especializa en 
ganadería. Cuenta con una enorme can­
tidad de ganado, parte del cual se halla 
en estado semisalvaje y vive en los pára­
mos de Piutura y Piñán, donde se hacen 
rodeos cada tres meses. Llama especial­
mente la atención la inmensidad de esta 
hacienda, que va hasta los límites con 
Esmeraldas, Cotacachi, Cahuasqui, pa­
sando por un costado de Peñaherrera, en 
la zona de Intag.

San José es también una hacien­
da muy importante. Posee un ingenio
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azucarero bastante moderno y ganade­
ría. Esta hacienda tiene un reducto muy 
particular de mano de obra, que es el po­
blado que lleva su nombre y que antes 
estuvo habitado por población negra, la 
cual abandonó el lugar. Ahora allí viven 
mestizos y mulatos.

Sobre esta hacienda se cuentan 
numerosas anécdotas. Se asegura por 
ejemplo, que su propietario visita el lugar 
en compañía de militares de alto rango, 
muchas veces en helicópteros y avione­
tas. El administrador de la hacienda es 
un coronel retirado; otros militares se ha­
llarían ocupando puestos administrativos 
o de vigilancia. No faltan quienes aseve­
ran que el general Guillermo Rodríguez 
Lara, consuegro de Francisco Salvador 
Moral, es copropietario de esta hacienda 
avaluada en S/. 12.429.528.

En relación con esta misma 
zona, se ha formado una precooperativa 
con 120 socios que se hallan en pleito 
legal con el terrateniente Rafael Barba 
Larrea por tierras de la hacienda Co- 
ñaquí, según los datos obtenidos en la 
investigación. La precooperativa está 
formada por personas que proceden de 
Ibarra y Pimampiro, las cuales no serían 
campesinos pobres, ya que el ingreso a 
la precooperativa cuesta 10.000 sucres. 
Los campesinos y en general la gente 
sin recursos, no tiene acceso a esta so­
ciedad, lo que hace que se mantenga una

fuerte pugna. Este es un fenómeno típi­
co del cooperativismo en todo el país.

También en esta zona puede ob­
servarse el fuerte poder que detentan los 
intermediarios, quienes comercian con 
los productos de las grandes haciendas 
y también de los propietarios medios y 
pequeños. Los intermediarios constitu­
yen un sector social capitalista amplia­
mente desarrollado, gracias a la prolife­
ración del minifundismo ocasionado por 
la práctica de la reforma agraria.

SUBSISTENCIA DEL PREC ARISMO

A pesar de las declaraciones con­
tenidas en las leyes respectivas en la pro­
vincia de Imbabura, es posible detectar 
numerosos casos en que se ve la subsis­
tencia de residuos de dichos sistemas pre­
caristas; residuos que no siempre son los 
mismos, pero que son generalizados que 
bien puede decirse que en esta provincia 
coexisten rezagos del feudalismo con la 
agresividad del capitalismo en desarrollo.

Un ejemplo quizás resulta más 
demostrativo: la presencia del huasipun- 
go en algunas zonas. Y lo que es más, 
la aparición de una especie de huasipun- 
gueros de los huasipungueros. Esto su­
cede en la hacienda San José de Urcuquí, 
particularmente con la comuna Inguin­
cho. San José tiene huasipungueros que 
laboran determinados días de la semana
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para el propietario, percibiendo por ello 
un jornal; pero como al mismo tiempo 
dejan de laborar en sus miserables par­
celas, contratan otros más pobres que 
ellos para que les tengan la mano. O 
bien -y  es el caso más frecuente- entre­
gan a otros campesinos la parcela me­
diante el sistema de “partido”. Así unos 
pobres sacan partido de otros pobres; los 
minifundistas favorecen pero explotan a 
los que no tienen nada.

El “partido” o aparcería está 
difundido en todas las regiones de esta 
provincia. Aparte del caso citado en 
esta investigación encontramos casos en 
Pimampiro y Mariano Acosta en los que 
los pequeños propietarios, carentes de 
crédito estatal, apelan al chulquero para 
que les facilite un préstamo, mediante 
hipoteca o venta de terrenos. Una vez 
arruinados los “deudores” pasan a con­
vertirse en “partidarios” y en sus anti­
guas propiedades.

En el Chota, particularmente en 
las zonas que pertenecen a la provincia 
del Carchi (el valle del Chota se integra 
de regiones colindantes de Imbabura y 
Carchi), el trabajo denominado “al par­
tir” es muy utilizado, como lo hemos 
podido constatar en Piquiucho, Calde­
ra, San Rafael, la Concepción. Allí los 
dueños participan con el más impor­
tante medio de producción agrícola -la 
tierra- y ciertos insumos necesarios en 
el proceso productivo, tales como semi­

llas. En cambio, el “partidario” participa 
con su capacidad creadora y transforma­
dora (fuerza de trabajo) e instrumentos 
de su propiedad y corre a cargo de todo 
el proceso productivo.

Al final, el productor se divide 
en partes aparentemente iguales, pues 
de la parte que le corresponde al tra­
bajador directo, el dueño de la tierra le 
descuenta lo invertido en insumos.

Otra zona investigada por no­
sotros, que presenta iguales caracte­
rísticas en lo que corresponde a los 
resultados en la aplicación de las le­
yes agrarias, es Pimampiro y Mariano 
Acosta, en el cantón Ibarra.

Pimampiro es una zona que 
cubre 105.400 hectáreas, la mitad de la 
cual pertenece a Mariano Acosta. Por 
un estudio efectuado en 1976 por los 
“Hermanos de los Hombres” (ver capí­
tulo IV), conocemos que Mariano Acos­
ta cuenta con una población de 3.000 
habitantes y una escasa densidad de 6 
habitantes por km2. No todas las tierras 
son cultivables y, si se toma en cuenta 
las que son -7% de la superficie total-, 
tendremos que la densidad aumenta a 
75 habitantes por km2. De acuerdo al 
documento el resto se reparte así:

Selva poco apta para la agricultura 30%
Sabanas frías o páramos 52%
Tierras estériles 11 %
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En toda la región de Mariano 
Acosta predomina el minifundio, com­
prendido entre 3 y 6 hectáreas por fami­
lia. El 70% de campesinos son propieta­
rios de esas tierras; los demás las toman 
en alquiler o aparcería, formas precaris­
tas que subsisten por debajo de la ley.

El intenso fraccionamiento de 
la tierra y el bajo ingreso originado por 
las pequeñas parcelas, más el permanen­
te abandono por parte del Estado, deter­
minan que la productividad sea ínfima, 
ubicándose principalmente en productos 
como cebada, papa, trigo y maíz. Esta 
producción no llega al mercado y el in­
greso por familia se calcula entre 5.000 
sucres por año. Si tomamos en cuen­
ta que cada familia se constituye de 5 
miembros promedio, tendremos que ese 
ingreso significa menos de tres sucres 
por persona. Como dato comparativo, es 
bueno recordar que hace ya algunos años 
la asignación diaria para alimentación de 
un caballo del Ejército era de 15 sucres.

La mayor parte de la población 
de Mariano Acosta es indígena: 80% en 
1975, según datos del Censo Nacional. 
Las deplorables condiciones de existen­
cia de la población se pueden medir por 
el siguiente dato del censo: en 1975 se 
produjeron 158 hacinamientos y 37 de­
funciones de niños menores de un año de 
edad. El analfabetismo abarca a la mitad 
de la población mayor de 15 años. En

suma, esta región, que se integró desde 
comienzos de siglo con indios escapados 
de las haciendas, no ha mejorado su suer­
te con la reforma agraria. Citemos una 
vez a los Hermanos de los Hombres:

“ ... Para la mayoría de los cam­
pesinos, es decir en los alrededores de 
Mariano Acosta donde viven los mesti­
zos, las condiciones de salubridad son 
precarias. La casa con techo de paja, 
con una o dos piezas, abriga general­
mente a 4 ó 5 personas; sin camas, el 
fuego al suelo, sin chimenea ni ventanas, 
viven en la promiscuidad, con numero­
sos cuyes. Las enfermedades corrientes 
son respiratorias y parasitarias. A veces 
azotan a la población como en el año de 
1971 que hubo un 85% de mortalidad 
infantil. El indio tiene un carácter muy 
religioso, la Iglesia lo ha utilizado para 
mantenerlo oprimido y explotado. La 
esperanza del “mas allá” y su propia his­
toria lo han vuelto fatalista e individua­
lista. Su posición dentro de la economía 
ecuatoriana está marginada, puesto que 
llega justo a sobrevivir. Desde algunos 
años los poderes públicos hacen un es­
fuerzo efectivo pero todavía demasiado 
tímido para “integrar” a la masa indíge­
na en el país...”

La afectación parcial de los lati­
fundios y la eliminación, también parcial, 
del precarismo, no han logrado elevar la 
producción ni aumentar las fuentes de
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trabajo. Igual en este aspecto la reforma 
agraria en Imbabura resultó un fracaso 
para las masas. Así se conserva o más 
bien ha crecido ese antiguo tumor del or­
ganismo ecuatoriano: el desempleo.

Basta ver las largas hileras de 
campesinos que se ubican a lo largo de 
decenas de kilómetros antes de las 5 de 
la mañana todos los días lunes; están a 
la espera de carros que los conduzcan 
a Quito (más de 100 kilómetros). Son 
obreros mal pagados que trabajan en 
la capital, cargadores sin ingreso fijo o 
desocupados que van por primera vez en 
busca de trabajo.

Pasarán toda la semana dur­
miendo bajo los puentes o en los por­
tales, sustentándose con alimentos sin 
valor nutritivo y escaso, y bebiendo 
tóxicos baratos y antihigiénicos, para 
volver los fines de semana a visitar a 
sus familiares y el día lunes retomar a la 
cadena. Los ejemplos sobre desempleo 
están diseminados por toda la provincia.

ANALFABETISMO 
Y DOMINACIÓN CULTURAL

Una de las principales pruebas 
de que la reforma agraria no ha signifi­
cado una verdadera transformación en la 
vida de los campesinos de Imbabura, es 
la presencia masiva del analfabetismo. 
Igual ocurre con la baja escolaridad, la 
deserción escolar, la dominación cultu­
ral tradicionalista y, en general, el atraso 
que en este campo se puede observar.

Lo que sucede en el valle del 
Chota es un claro reflejo de la situación. 
Conforme al documento que el CESA 
dirigiera al gobierno de Holanda en 
1974 (solicitud de financiamiento para 
el desarrollo del valle del Chota) para 
ese año el analfabetismo en la región 
afectaba al 38% de la población mayor 
de 6 años.

En el mismo valle del Chota 
encontramos el siguiente cuadro sobre 
escolaridad:
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1977
C O M U N A A L U M N O S

M ATR IC U ­

L A D O S

N Ú M .  D E  

E SC U E L A S

N Ú M . D E  

PR O FESO RES

A L U M N O S  

P O R  ESC U ELA

P R O M E D IO  

A L U M N O S  PO R  

M A E ST R O

San  V icen te  d e  Pusir 158 1 4 158 40

Tu m b a  tú 41 1 1 48 48

Pusir 60 1 1 60 60

M ascarilla 67 1 1 67 67

A m b u q u í 126 1 2 126 63

Juncal 154 1 3 154 51

C h a lg u a ya c u 161 1 3 161 54

Carpue la 156 1 3 156 52

C hota 108 1 2 102 54

TO TAL 1.031 9 20 114 51

AÑO ESCOLAR 1972-1973
PRO V INC IA  Y 

C O M U N ID A D

A LU M N O S

MATRICU­

LADO S

A L U M N O S

P R O M O ­

V ID O S

A LU M N O S

RETIRADOS

NÚ M . DE 

G R A D O S

NÚM. DE 

M AESTRO S

Provincia del Carchi

San Vicente de  Pusir 158 143 12 6 4

Tumbatú 41 38 1 4 1

Pusir 60 44 9 4 1

Mascarilla 67 57 2 5 7

SUBTOTAL 326 282 24 19 13

Provincia de Im babura

A m b uq u í 126 110 10 6 2

Juncal 154 117 29 6 3

Chalguayacu 161 137 16 6 3

Carpuela 156 142 1G 6 3

Chota 108 97 2 6 2

SUBTOTAL 705 603 67 30 13

TOTAL 1.031 885 91 49 26

Porcentaje de deserción: Provincia del Carchi: 7,3%
Provincia de Imbabura: 9,5%

Total 18,8%
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POBLACIÓN A JUNIO DE 1974 (CENSO DE POBLACIÓN)

PR O V IN C IA  Y  

C O M U N A

P O B LA C IÓ N  TOTAL P O B L A C IÓ N  E SC O LA R P O R C EN T A JE

Prov. del Carchi

S a n  V icente  d e  Pusir 561 158 28,1

Tu m b atú 277 41 14,8

Pu sir 388 6 0 15,5

M ascarilla 194 67 34,5

SUBTOTAL 1.420 3 2 6 22,9

Provincia  de Im babura

A m b u q u í 575 126 21,9

Junca l 749 154 20,6

C h a lguayacu 761 161 21,1

Carpue la 968 156 16,1

C h o ta 564 108 19,1

SUBTOTAL 3.617 705 19,5

TOTAL 5.037 1.031 20,5

Como puede apreciarse, el nú­
mero de alumnos por maestro está muy 
por encima de lo que aconsejan las pro­
pias normas pedagógicas del Estado, 
que señala un máximo de 25 alumnos 
por cada maestro. Si en el Chota se lle­
ga casi a triplicar el tope aconsejado, ya 
podemos deducir el resultado: educa­
ción pública casi nula para el niño.

Por informe de la Junta Nacio­
nal de Planificación, se señala que la 
asistencia escolar es reducida a causa 
de los padres, afectados por escasos re­
cursos económicos, quienes tienen que

mandar a sus hijos al trabajo. En cuanto 
a las familias que están en posibilidad 
de educarlos, prefieren emigrar a Quito 
o Ibarra, debido a las deficiencias de la 
educación local.

En toda la provincia se puede 
establecer como verdadero el fenómeno 
observado por la Junta de Planificación 
cuando dice: “la educación primaria no 
logra una educación integral del niño y 
otros niveles de enseñanza no procuran 
al hombre una preparación para la vida, 
una actitud mental que rechaza el com­
promiso y concientice al hombre acerca
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de la realidad en que vive. Se trata de 
una educación superficial, conservadora 
de estructuras, por lo que se convierte 
en serio obstáculo para el desarrollo na­
cional. El país padece los efectos de un 
alto porcentaje de analfabetismo. Las 
estadísticas señalan que para los últimos 
años alrededor del 34% de la población 
mayor de 15 años es analfabeta. El anal­
fabetismo en la zona rural fue de 45.8%, 
factor este, que incide en el retraso de 
la agricultura y los bajos niveles de la 
población campesina.

La deficiente orientación de la 
educación media, el bajo nivel de esco­
laridad, alta tasa de deserción, etc., con­
juntamente con la deficiente y anárquica 
educación superior complementan el 
cuadro de la educación ecuatoriana que, 
por lo demás, adolece de serias deficien­
cias financieras e infraestructura, etc.”

Una de las más onerosas cargas 
materiales y culturales que pesa sobre el 
indio ecuatoriano desde la Colonia, si­
gue vigente en la provincia de Imbabura. 
Nos referimos a los diezmos y primicias 
que desde entonces cobra la Iglesia cató­
lica. He aquí algunos ejemplos:

En la zona de Urcuquí (comu­
nas de San Juan, San Alfonso de Inguin­
cho, Azaya, entre otras) todavía se co­
bran los “diezmos y primicias” , aunque 
no por métodos coercitivos, como fuera

siempre lo usual, sino más bien como un 
legado ideológico del dominio clerical. 
Quienes los pagan aseguran que lo ha­
cen voluntariamente, porque sino “Dios 
les castigará” y ponen como ejemplo al 
“compadre Sergio” que no quería pagar 
y cosechó “bien poco”. El sistema de 
cobro es el tradicional: el cura vende 
a personas particulares las primicias, 
mediante remate y ellas se encargan de 
recorrer el campo y recogerlas. Estas 
personas son generalmente las tenderas 
del vecindario.

En la comuna San Clemente, 
cantón Ibarra, las primicias se siguen 
cobrando como contribución exigida 
por el cura párroco de La Esperanza. 
Como sucede en otras comunidades, 
aunque en general los diezmos han sido 
suprimidos en la región.

En el mismo cantón tenemos el 
caso de los comuneros de Paniquindra, 
que pagan primicias en cada cosecha 
(un “guacho” a la “primiciera” Manuela 
Cruz, la misma que obtiene una consi­
derable renta, pagando previamente una 
fuerte suma al cura de La Esperanza.

Como se puede deducir, el pago 
de estas contribuciones ilegales, que la 
tradición conservadora ha perpetuado, 
constituye un mecanismo para el au­
mento del atraso de la economía campe­
sina, al mismo tiempo que de sujeción 
espiritual a los poderes dominantes.
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A ello hay que agregar el grave 
problema socio-económico que cons­
tituyen las “chicherías” , tabernas para 
el expendio de aguardientes baratos y 
adulterados, así como la chicha de jora 
(maíz), casi siempre elaborada en condi­
ciones antihigiénicas.

En las parroquias La Esperan­
za y Angochahua, del cantón Ibarra (y 
estos no son sino ejemplos de un mal 
generalizado), las chicherías juegan un 
papel significativo, debido a que en los 
fines de semana y en las fiestas religio­
sas, la población indígena frecuenta es­
tos lugares, no solamente por hábitos al­
cohólicos sino porque en ellos también 
se concertan matrimonios, se celebran 
bautizos, se acuerdan negocios. En las 
chicherías queda un alto porcentaje del 
ingreso del campesino.

LOS INTERMEDIARIOS Y LA USURA

Una de las principales con­
secuencias de esta reforma agraria de 
tipo capitalista, obviamente, ha sido 
el acentuamiento de la diferenciación 
de clases en el campo, con su secuela 
de consolidación de pequeños gmpos 
dominantes y de sectores explotados 
cada vez más grandes y una de las de­
mostraciones más precisas de esto es 
el incremento del papel que juegan los 
intermediarios.

Al fraccionarse los latifundios 
prolifera el minifundismo por todas 
partes y al carecer los miniñmdistas de 
medios propios para acarrear sus pro­
ductos al mercado, tienen que darlos 
por bajos precios a nivel de finca, en la 
chacra misma, o bien llevarlos hasta el 
pueblo más próximo, para que de ahí 
sean transportados a la ciudad. En los 
dos casos el venturoso aprovechador del 
infortunio de los pequeños productores, 
será el intermediario.

Por otra parte, como el crédito 
estatal no llega a dichos productores, en 
varias ocasiones los mismos intermedia­
rios hacen el papel de prestamistas, con 
la singularidad de que el préstamo está 
casi siempre destinado a comprar por 
anticipado, en los precios del día, la co­
secha que obtenga el prestatario, quien 
por lo tanto, no podrá beneficiarse de 
los nuevos precios siempre en ascenso, 
el día que recoja tal cosecha. Esto, na­
turalmente aparte de pagar intereses de 
usura. Con todo lo cual viene a darse en 
mano el problema de los intermediarios 
(es decir, la falta de posibilidades de co­
mercialización por parte de los propios 
productores) con el problema del chuleo 
que desangra y armina al campesino. 
Los siguientes son algunos ejemplos to­
mados por nuestra investigación.

En la zona de Urcuquí, la ma­
yoría de la gente son pequeños propie­
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tarios que producen maíz, trigo, cebada, 
caña de azúcar, fréjol y algunas frutas, 
tienen el problema del traslado de estos 
productos al mercado de las ciudades 
por lo que tienen que vender la produc­
ción -incluso “en verde”-  a los inter­
mediarios, estos a su vez, venden a los 
revendedores, obteniendo así grandes 
utilidades y encareciendo los productos 
al consumidor. El caso puede generali­
zarse a la provincia.

Refiriéndose al valle del Chota, 
la Junta Nacional de Planificación se­
ñala: “ .. .las hortalizas y el fréjol parece 
que se venden sin mayor problema en 
los mercados de la región (San Gabriel, 
Ibarra), igual que la sal de Salinas (la 
competencia y el margen de interme­
diarios sin embargo, se redujo de 40 a 
4 el número de familias dedicadas a la 
producción)...”

CESA, en el documento citado 
nos da a conocer que “las condiciones 
de mercado y comercialización general­
mente desfavorables para el pequeño y 
mediano agricultor, revelan las deficien­
cias estructurales de la política de pre­
cios, que es un signo característico de la 
economía nacional y de la dependencia 
injusta de la cadena de intermediarios 
dada especialmente para los pequeños 
agricultores. Luego de realizados los 
estudios que ayudaron a confirmar lo 
expuesto anteriormente, se inició la im- 
plementación de programas que buscan

la apertura de nuevos canales de merca­
do. Es así como se han diseñado sis­
temas de comercialización de arroz en 
la Costa y de cebada en la Sierra. El 
objetivo principal de estos sistemas de 
comercialización es la liberación del pe­
queño agricultor organizado de la extor­
sión de los intermediarios, para lo cual 
se ha tomado en cuenta la necesidad de 
una participación inmediata por parte 
de las organizaciones campesinas en el 
proceso de comercialización de sus pro­
ductos, en especial de arroz y cebada”. 
CESA agrega:

“ ...las condiciones de beneficio 
y comercialización son muy precarias. 
Aún cuando existen cooperativas orga­
nizadas entre los campesinos. Todos 
los agricultores venden su producción 
individualmente al intermediario que 
acude a su finca a comprar en condicio­
nes de precio y peso de extorsión. Por 
otro lado, las vías de comunicación son 
deficientes y muy limitadas en lo que a 
caminos vecinales se refiere, lo que es 
aprovechado por los comerciantes para 
poner sus condiciones.

Son pocos los agricultores que 
concurren a los mercados de San Ga­
briel, Ibarra, Quito, para vender el pro­
ducto en mejores condiciones...”

También los Hermanos de los 
Hombres traen sus datos, relativos a Pi- 
mampiro-Mariano Acosta:
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“ .. .por costumbres generalmen­
te impuestas por la Iglesia, los indios 
gastan mucho dinero al momento de las 
fiestas, sobre todo en junio, en la de San 
Juan (antigua fiesta del Sol). Para sa­
tisfacer sus necesidades de dinero, ven­
den su producción en pie o en hierba; 
en otras regiones de la misma provincia 
(el trigo, por ejemplo), el intermediario 
paga entonces el producto a la tercera 
parte del valor, al tiempo de la cosecha, 
por otra parte, le roba en el peso con una 
balanza falseada”.

Las condiciones del agro imba- 
bureño, determinan que también en el 
mercado del trabajo suijan intermedia­
rios. Así, la hacienda San Juan, de pro­
piedad de Humberto Román, Pimampiro, 
utiliza trabajadores ocasionales, para lo 
cual operan “enganchadores” , que traen 
“cuadrillas” (grupos de gente de Zuleta, 
Cayambe y Cangahua), provincia de Pi­
chincha. El (enganchador) gana el 15% 
del precio total de los contratados.

En toda la zona de Pimampiro, 
grandes cantidades de trabajadores agrí­
colas de distintos lugares de esta provin­
cia y otras vecinas llegan a esta zona en 
busca de salario. Un caso característico de 
la existencia de “enganchadores” de oficio 
que trasladan para acá trabajadores de su 
provincia (Imbabura) y de Cangahua, Ca­
yambe, etc., (prov. de Pichincha), quienes 
desempeñan ocasionalmente estos traba­

jos agrícolas para luego volver a trabajar 
en sus pequeñas parcelas.

En cuanto a los “enganchado­
res” , hemos detectado que son por lo 
general, los alcaldes mayores y en oca­
siones los presidentes de Cabildo. En 
otros casos, personas con vehículos 
que llevan personas al trabajo y concre­
tan precios, tiempo y tipo de actividad. 
(Los salarios en la Sierra ecuatoriana 
son inferiores que los de la Costa).

Los “enganchadores” (en el 
caso de los propios comuneros) reciben 
un porcentaje del 5 al 15% por su labor 
de enganche. Se dan anticipos obliga­
dos, como parte del “contrato” .

A los numerosos casos de usu­
ra registrados por estas páginas, pode­
mos agregar el marco dentro del cual va 
surgiendo y afirmándose la usura en la 
siguiente descripción del CESA (docu­
mento sobre el Chota):

“ ...los agricultores del área son 
ex precaristas, jornaleros de las grandes 
haciendas antes de que el proceso de ad­
judicación del IERAC los transforme en 
propietarios de pequeñas parcelas. El 
patrimonio único con que cuentan es la 
tierra que no puede ser objeto de garan­
tía bancaria sin autorización del IERAC 
y como ninguno de ellos tiene los me­
dios para hacer el respectivo trámite, se
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abstienen de solicitar crédito bancario. 
Por otro lado, en el caso de que cum­
plieran con esta formalidad, no cumplen 
con otros requisitos que el Banco exige 
a los sujetos de crédito, por lo tanto no 
pueden ser beneficiarios de crédito. Al 
no disponer de dinero, no pueden mejo­
rar sus cultivos y allí donde la produc­
tividad es muy baja, este es uno de los 
factores para que se haya producido un 
estancamiento...”

Esta situación es corriente para 
toda la provincia. Entonces, privado de 
crédito bancario, el campesino cae irre­
sistiblemente en garras de la usura, lo 
confirman los estudios de los Hermanos 
de los Hombres:

“ ...el campesino hipoteca un 
terreno por un préstamo a un tiempo no 
determinado. El interés del préstamo 
es la mitad del producto de la cosecha. 
Queda bien entendido que el usurero 
no participa en ninguno de los gastos 
de producción.

El interés corriente es de 200 
a 300%, lo que en la mayoría de casos, 
pone al campesino en la imposibilidad 
de remozar el capital de la deuda y le 
obliga a vender el terreno al usurero a 
un precio irrisorio.

En la comuna de Puetaquí (90% 
de indígenas) se ha podido estimar que

llegaban a un 50% los terrenos que ha­
bían sido hipotecados.

Prácticamente se ha hecho una 
costumbre, el vender los cultivos “en pie” 
a los intermediarios, para pedir un antici­
po de dinero a los “chulqueros”, a inte­
reses prohibitivos; frente al usurero que 
se presenta siempre con un aspecto muy 
simpático al campesino, este último tiene 
únicamente como arma, su sencillez, su 
analfabetismo, su fatalismo. El explota­
dor mantendrá así al campesino en estado 
de dependencia total y de subsistencia, 
puesto que el sabe que todo el año tiene 
necesidades de dinero o de especies y que 
sus cultivos inseguros no satisfacen.

EL VALLE DEL CHOTA: ESPEJO 
DE LA “REFORMA AGRARIA”

Se podrían tomar diferentes zo­
nas agrarias del país y en todas ellas, 
se encontraría similares expresiones en 
cuanto a los resultados de la reforma 
agraria. A nosotros nos ha tocado pal­
par uno en especial, muy demostrativo: 
el caso del valle del Chota, que como 
hemos indicado, viene a ubicarse entre 
las provincias de Imbabura y Carchi, 
ofreciéndonos un tipo bastante similar 
de problemática socio-económica al un 
lado y al otro.

Hasta el año de 1962, las comu­
nidades del valle se encontraban rodea­
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das de haciendas, la mayor parte de ellas, 
de propiedad de la Asistencia Social. A 
partir de 1964, con la Ley de Reforma 
Agraria, se produce un gradual traspaso 
de tierras. Los pobladores de la región 
se constituyen en pequeños propietarios 
de las tierras que antes labraban en ca­
lidad de huasipungueros o jornaleros; 
pero, la carencia de riego, la escasa ex­
tensión de la parcela, la ausencia de di­
rección técnica y de crédito, entre otras 
cosas vienen a cambiar unas formas de 
precarismo por otras, volviendo ficti­
cia la liberación socio-económica que 
preconizó, al ser promulgada la Ley de 
1974 a favor de los campesinos.

La producción del valle es bas­
tante variada: caña de azúcar, tomate, 
fréjol, pepino, anís, ovos, etc. Gran par­
te de ella se dirige al comercio, particu­
larmente la caña, que está destinada al 
Ingenio Tababuela (TAINA); el tabaco 
se vende principalmente a TAN AS A, 
otro tipo de productos (yuca, camote, 
plátano, papaya) se destinan al consumo 
o al trueque, una modalidad muy anti­
gua, todavía difundida en algunas regio­
nes de Imbabura, caso Pimampiro.

Una vez más se hacen aquí 
presentes los intermediarios proce­
dentes de Carchi, Ibarra y Pimampiro, 
quienes acaparan la producción por 
precios sumamente reducidos. Pocos 
son los productores que alcanzan a

llegar con sus artículos hasta los mer­
cados más conocidos, incluyendo la 
zona fronteriza de Colombia.

Las propiedades más grandes y 
desarrolladas, además de vender su pro­
ducción cañera a Tababuela, obtienen al­
cohol que lo entregan al Estado por me­
dio del sistema de cupos. Es el caso de la 
hacienda San Juan, departamento de Pa- 
ragachi y de la hacienda Chota Chiquito.

El fréjol solo puede comerciar­
se en la provincia de Carchi e inclusive 
en Colombia, bajo la condición de ob­
tener una “guia de movilización”, que 
concede la gobernación de la provincia.

El tomate se lo produce en can­
tidades considerables y se lo vende prin­
cipalmente en la costa, cuando la produc­
ción es muy elevada, o no se lo cosecha o 
se lo vende a precios de ruina, principal­
mente a la fábrica procesadora de tomate 
Pinandro, ubicada en Pimampiro.

Entre otros productos muy de­
preciados que ofrece el valle, figuran el 
pepino y el anís, que ocasionalmente al­
canzan precios elevados.

En un informe originado en 
CESA, en 1974, y dirigido al gobier­
no de Holanda se hace un diagnóstico 
del valle del Chota, que sintetiza bien 
la realidad:
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“Los métodos de producción uti­
lizados en la zona son de tipo tradicional 
sin que se hayan introducido sistemas 
más avanzados de tecnología, de allí que 
la productividad sea muy baja. Varios 
factores han incidido para que se man­
tenga esta situación de estancamiento.

“-Los agricultores del área son 
ex precaristas, jornaleros de las grandes 
haciendas antes de que el proceso de ad­
judicación del IERAC, los transforme 
en propietarios de pequeñas parcelas. 
El patrimonio único con el que cuentan 
es la tierra que no puede ser objeto de 
garantía bancaria sin autorización del 
IERAC y como ninguno de ellos tiene 
los medios para hacer el respectivo trá­
mite, se abstienen de solicitar crédito 
bancario. Al no disponer de dinero, no 
pueden mejorar sus cultivos” .

“-El agua que disponen es abso­
lutamente insuñciente, los cultivos rea­
lizados en esas condiciones acusan muy 
baja productividad”.

“-Son muy pocos los agricul­
tores que alquilan tractores para las 
primeras labores agrícolas, todos ellos 
utilizan el arado de madera y la “yun­
ta” de bueyes para las labores de rotu­
ración, arado, etc. Como herramientas 
utilizan la pala, azadón y sobre todo el 
machete como herramienta básica en 
sus labores” .

“-En las investigaciones reali­
zadas por CESA se confirmó que nin­
gún agricultor usa fertilizantes sea por 
su precio muy elevado, sea también que 
en las condiciones actuales de cultivo 
no sería rentable utilizarlo. No obstan­
te, todos ellos coinciden que usar el tipo 
y cantidad adecuados de fertilizantes, 
mejorando el beneficio de la plantación, 
además de disponer del agua suficiente, 
reportaría mucho beneficio con una pro­
ducción incrementada”.

“En algunos cultivos los agri­
cultores más progresistas, disponen de 
bombas manuales para fumigación y 
solamente lo hacen en las plantas de to­
mate y en ocasiones en las de pepino” .

“-El servicio de Extensión Agrí­
cola del Ministerio de Agricultura y Ga­
nadería no llega a esta zona, excepto 
el asesoramiento temporal que algunas 
comunidades han recibido por entidades 
particulares de desarrollo, como los del 
“Cuerpo de Paz”; el agricultor del valle 
del Chota se halla huérfano de asistencia 
técnica”.

“-No obstante, de este abando­
no en que se encuentran, merece des­
tacar que el campesino del valle está 
consciente de su utilidad y sabe utilizar 
el poco caudal de agua del que dispo­
nen. Conoce que el único medio para 
subsistir que no le ha sido negado es el
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agua de riego y ha aprendido a utilizarlo 
con cautela y disciplina” .

“-Esta situación puede corre­
girse con una bien orientada asistencia 
técnica, una vez que los campesinos 
dispongan de mayor cantidad de agua 
para el riego y recursos financieros para 
aprovechar la parcela en debida forma. 
Casi todos los cultivos de la zona pue­
den iniciarse en cualquier época de año 
y se puede escalonar de manera que el 
aporte de mano de obra también sea 
constante; además, en cultivos como el 
tomate y fréjol puede obtenerse dos o 
tres cosechas al año...” .

El caso del valle del Chota es un 
ejemplo de cómo en verdad, la reforma 
agraria aplicada en el Ecuador no ha li­
quidado el latifundio, ha incrementado 
el minifundio, permitido una produc­
ción baja y estacionaria y el empleo de 
tecnología totalmente atrasada. En el 
documento de CESA (Central Ecuato­
riana de Servicios Agrícolas) al gobier­
no de Holanda, en solicitud de financia- 
miento para el desarrollo del valle, en 
1974, leemos lo siguiente:

“ ...En el Ecuador, al igual 
que la mayoría de países subdesarro­
llados, el sector agropecuario mantiene 
su importancia cuantitativa dentro de la 
economía nacional, puesto que un sig­
nificativo porcentaje de la población

activa -53% aproximadamente- en­
cuentra ocupación dentro del indicado 
sector económico; sin embargo, de la 
formación del PIB, señala que el sector 
agrícola contribuye únicamente con una 
tercera parte dando a conocer de esta 
manera que existe una crítica situación 
en dicho sector, pues parecería contra­
dictorio que la actividad agrícola a pe­
sar de su importancia relativa, tenga un 
mínimo de aporte en comparación con 
otros sectores de la economía ecuatoria­
na, para la formación de uno de los más 
significativos indicadores económicos”.

“-La explicación al problema 
expuesto anteriormente, se encuentra 
en la deficiente estructura de tenencia 
de la tierra que ha venido prevalecien­
do desde la época colonial española y 
cuya característica principal es la bi- 
polaridad, latifundio-minifundio. El 
primero que concentra la tierra y el se­
gundo la mano de obra. Esta situación 
da lugar a una serie de consecuencias 
que agudizan más el problema del sec­
tor campesino del país, tal es el caso 
del bajo nivel tecnológico, la desigual 
distribución del ingreso, las injustas 
condiciones de mercadeo y comerciali­
zación de los productos agropecuarios, 
entre otras, las mismas que de ninguna 
manera incentivan al pequeño y media­
no agricultor a continuar superándose 
en las labores productivas.
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“-Si consideramos que la agri­
cultura es el sector esencial de la econo­
mía ecuatoriana, el deterioro de su cali­
dad productiva a detrimento notable de 
toda la comunidad, pues la producción 
obtenida es insuficiente para cubrir la de­
manda de alimentos que anualmente cre­
ce a una tasa del 6% aproximadamente”.

“-El Gobierno Nacional ha tra­
tado en algo ,...”

“-En relación con el valle, el 
documento de CESA, que hemos men­
cionado, nos indica que a partir de 1974, 
con la Ley de Reforma Agraria, y hasta 
1972 que se consolida el traspaso de tie­
rras, los pobladores de las comunidades 
del valle del Chota se constituyen pro­
pietarios de las tierras que antes trabaja­
ban como jornaleros y huasipungueros. 
Una vez en posesión de las tierras, es el 
núcleo familiar el que trabaja; por tanto, 
se abre la oportunidad de trabajo para la 
mujer y los hijos menores. No obstante, 
debido a las limitaciones de orden técni­
co y financiero, junto a la necesidad de 
contar con riego para los cultivos, aún 
se observa marcada desocupación, es­
pecialmente en los sectores menos favo­
recidos con la infraestructura requerida 
para obtener una producción remunera­
tiva. En la mayoría de las comunidades, 
las tierras que estas poseen son muy es­
casas y los campesinos tienen que bus­
car trabajo en otras actividades” .

En el mismo documento se se­
ñala que, entre 1962 y 1974, sobre la 
base de 5.000 habitantes, la población 
del valle se incrementó hasta llegar a 
5.037; este incremento es ínfimo cuan­
do la tasa de crecimiento normal es del 
33% anual. Esto significa que se ha 
producido una constante migración des­
de el valle, especialmente hacia Ibarra 
y Quito. Durante la investigación no­
sotros constatamos esto. Especialmente 
en la comunidad propiamente denomi­
nada del Chota, se daba una fuerte con­
tradicción entre la población adulta y 
vieja, por un lado, y los jóvenes. Los 
primeros aducen que los jóvenes son 
“desamorados con la tierra” y que por 
eso la abandonan, mientras estos acusan 
a los otros de no tener espíritu de pro­
greso y de conformarse con una vida de 
hambre y atraso.

Es probable que la razón esté 
parcialmente en cada bando, más lo in­
discutible es que la reforma agraria no 
ha mejorado las condiciones de trabajo 
y de vida, así como las perspectivas de 
desarrollo de esta comunidad, una de las 
más importantes que lleva su nombre.

Ahora bien, para 1974, existían 
2.776 habitantes en edad y condiciones 
productivas en todo el valle, de los cuales 
se encontraban empleados el 55,4%, en 
tanto el 44,6% padecían desocupación.
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Para 1976, parte de esta pobla­
ción la constituían los obreros agríco­
las, concretamente 260 en el Ingenio 
Tababuela (TAINA), 115 en la Tabaca­
lera TANASA.

Por su parte, la Junta Nacional 
de Planificación en su “Diagnóstico del 
Valle del Chota” (1967) señalaba, que la 
población del Chota vivía en niveles in­
frahumanos, fundamentalmente debido a 
la deficiente estructura de la tenencia de 
la tierra, que determinaba que los mejo­
res suelos y el agua de riego estuvieran 
acaparados por las grandes haciendas, 
dándose el caso de comunidades des­
provistas de tierra, o que ocasionalmente 
tuvieran agua, y de otras desprovistas de 
agua aunque dispusieran de tierras, como 
ocurría en Salinas, en el mismo valle.

Algunos podrán aducir que, 
siendo cierto este panorama, sin em­
bargo habría que atribuirlo a las carac­
terísticas peculiares del valle del Chota, 
a su topografía encajonada, que ofrece 
desniveles de hasta de 2.000 metros en 
dos kilómetros. Podría agregarse, como 
factor coadyuvante, la drástica erosión 
del suelo así desnivelado, la presencia 
de lluvias unas veces mínima y otras 
arrasadoras; las dificultades para apro­
vechar las aguas del río Chota en el 
riego necesario, sin el cual por hoy es 
imposible el desarrollo de la agricultura.

Cierto que estos factores no son 
despreciables; pero no son determinan­
tes: lo que realmente origina el depri­
mente espectáculo de la vida de estas 
comunidades es la presencia de factores 
estructurales, como el hecho de haber 
pasado del huasipungo a la pequeña 
propiedad cuando no existía ninguna 
obra de infraestructura ni condiciones 
de crédito, mejoramiento de cultivos o 
dirección técnica para ello.

Hay casos en que la distribución 
del suelo se ha intentado de un modo más 
racional, como en la comunidad de Car- 
puela, pero por causas como las anotadas 
anteriormente, los cooperados termina­
ron distribuyéndose la tierra en parcelas 
individuales. El observador superficial 
podrá concluir fácilmente que en las co­
munidades del Chota existe más bien una 
fijación del hombre a la tierra, conclusión 
que se derivaría del hecho de encontrar 
al núcleo familiar reunido alrededor de la 
casa y de las labores agrícolas; pero ob­
servando más atentamente, se verá que se 
trata de ancianos, mujeres y niños, prin­
cipalmente, lo que dice muy a las claras 
lo difícil que sería la continuidad del ci­
clo productivo en el futuro, debido a la 
ausencia de jóvenes.

La emigración fuera del valle es 
reconocida por los organismos oficiales, 
como la Junta Nacional de Planificación 
que señala que la población migrato­
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ria se dirige principalmente a Ibarra y 
a Quito, los hombres en busca de un 
jornal y las mujeres para emplearse en 
servicio doméstico. Según la Junta, otra 
corriente migratoria se dirige hacia las 
zonas agrícolas de la Costa (San Loren­
zo, Quevedo, Milagro), donde varios fa­
miliares han tenido éxito individual.

Sin embargo, es importante se­
ñalar lo que asevera CESA y es que “a 
pesar de que la escasez de tierra con rie­
go ha empujado a una gran parte de la 
población joven a salir en busca de tra­
bajo, el área no está en descomposición 
social, como pudiera esperarse. Por el 
contrario, posee líderes naturales in­
fluyentes en sus comunidades, que han 
creado cooperativas para recibir y cul­
tivar tierras de haciendas expropiadas o 
en compra directa.

Tres cuestiones más contribui­
rán a redondear el trágico paisaje social 
y humano del valle del Chota, el mismo 
que no ha podido superarse en más de 
trece años de radiantes leyes agrarias: la 
vivienda, la salud y la cultura.

En lo que corresponde a la pri­
mera, la mayoría -9 4 % -  sigue siendo de 
materiales precarios, como el bahare- 
que, con techo de caña. Entre ellas se 
comprenden principalmente chozas y 
barracas. La mayor parte de las cons­
trucciones son miñosas. El hacinamien­

to es tal que se registra una cifra de cin­
co personas por cuarto habitable.

Las endebles viviendas no pro­
tegen contra el frío, que azota especial­
mente en las alturas, ni es apropiada 
para preservar de los insectos malignos.

No existe agua potable y son 
escasas las comunidades que gozan de 
agua entubada, que brinda vida pero que 
al mismo tiempo, es semillero de toda 
clase de enfermedades.

Los servicios higiénicos casi de 
desconocen y el alcantarillado es prácti­
camente inexistente.

En cuanto a la atención de sa­
lud, para 1977, registramos cuatro dis­
pensarios médicos: en Ambuquí, San 
Vicente de Pusir, Juncal y Salinas, es­
casamente atendidos por una enfermera 
o un estudiante. En verdad, se trata de 
simples puestos de primeros auxilios, 
todos mal dotados. Los que disponen de 
medios acuden a servicios hospitalarios 
de las ciudades más próximas. Los de­
más si no se curan gracias a los curande­
ros “fregadores y comadronas” -según 
el caso- perecen sin saber por qué.

En lo que corresponde al uni­
verso cultural, propio de estas comuni­
dades, es necesario precisar lo siguiente:
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Desde el comienzo de su asen­
tamiento en siglos pasados, la población 
negra del Chota guardó fuertes lazos 
culturales que unían a unas comunida­
des con otras, y dentro de cada una de 
ellas, a unos individuos con otros. La 
música, la danza, la literatura oral, fue­
ron siempre elevados expresiones de 
esta singular cultura de origen africa­
no, injerta entre la provincia indígena 
de Imbabura y la provincia mestiza del 
Carchi, pero completamente diferen­
ciada de las dos. La Banda Mocha fue 
una expresión de esa cultura. Al hablar 
hoy con sus integrantes sabemos que no 
quedan sino gente de mucha edad que 
es difícil encontrar artistas jóvenes para 
el renuevo correspondiente. La Banda 
Mocha pareció más bien el símbolo de 
una agonía cultural.

No podría ser de otro modo. 
La “reforma agraria” implementada en 
el país por la Alianza para el Progreso 
tenía por objeto ampliar el campo de 
la expansión capitalista. No ocupar­
se de minucias tales como la cultura. 
O dicho con más precisión: una de las 
condiciones básicas para la aplicación 
de una política agraria de esa índole, 
consistía justamente, en la negación de 
toda cultura con raíces comunitarias y 
nacionalistas. Una reforma de corte in­
dividualista y subordinada a una políti­
ca imperial, venía a ser un obstáculo y 
había que aplastarla (o cuando menos,

deformarla). Es lo que se ha hecho en 
el Chota, en toda Imbabura, en todo el 
país. Por lo que, habrá de deducirse -de 
paso- que la defensa de esos valores cul­
turales es condición, entre otras para la 
transformación real de la sociedad y -en 
este caso- concretamente del agro.

ZULETA: LA CLASE DOMINANTE

La revista Vistazo apareció un 
día con el siguiente retrato literario del 
señor Galo Plaza Lasso, latifundista, in­
dustrial y político.

“En un gesto de verdadero de­
mócrata, sin alardes publicitarios ni dis­
cursos demagógicos, el ex presidente de 
la República, señor Galo Plaza Lasso, 
ha entregado a sus huasipungueros de 
las haciendas Zuleta, el Angla y el Topo, 
ciento noventa y un lotes de tierra en 
propiedad absoluta” .

“Los indígenas agraciados con 
la donación del señor Plaza son 176 y 
el valor de las tierras entregadas llega a 
casi dos millones de sucres, además del 
monto de las liquidaciones, por fondos 
de reserva, indemnizaciones, vacacio­
nes, etc., que se aproxima a los cuatro­
cientos mil sucres” .

“Los huasipungueros, aparte de 
beneficiarse con la totalidad del producto 
de su trabajo, continuarán en calidad de
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peones, a jornal completo, en las hacien­
das del señor Plaza, de todo lo que pue­
de colegirse el cambio integral que se ha 
producido en su situación económica”.

“Así entendemos la tan solici­
tada reforma agraria, practicándola con 
sentido humano, no limitándose a predi­
carla y pedir que otros (¡siempre otros!) 
sean los que repartan sus tierras, siquie­
ra las parcelen y vendan en condiciones 
ventajosas para los compradores” .

“Por eso la actitud del ex Presi­
dente de la República, objetiva, directa 
y generosa es un ejemplo para los lati­
fundistas de la Sierra y de modo espe­
cial para quien mantiene ¡todavía!, el 
oprobioso sistema del huasipungo”.

“VISTAZO, se complace por 
los motivos expresados en otorgar un 
sitio de honor al distinguido republica­
no militante de las filas del liberalismo 
ecuatoriano”.

Este gesto del ex Presidente, 
efectuado “sin alardes publicitarios” 
(salvo, claro está, fotos y comentarios 
similares a este aparecido en todos los 
diarios, amén de la radio y la TV), es 
reseñado así en el número de la revista 
correspondiente a mayo de 1963. La fe­
cha no es casual y tiene doble importan­
cia: para entonces, el Ecuador vivía un 
vigoroso movimiento campesino, como

pocas ocasiones se registrara anterior­
mente. Era la época de alzamientos en 
latifundios de la Sierra contra el sistema 
del huasipungo; la época de ocupacio­
nes violentas de la tierra en la Costa; la 
época de la toma de Tenguel, gigantesco 
latifundio bananero de la United Fruit 
por parte de millares de trabajadores, en 
acción que tuvo visos de insurrección 
popular; la época en que el campo ecua­
toriano estaba sacudido por los resplan­
dores de la reforma agraria cubana, cu­
yos efectos se dejaron sentir en todo el 
continente. Un latifundista tan sensible 
y talentoso como Galo Plaza, no podía 
dejar de sufrir el impacto de aquellos 
hechos. Entregó, pues un pedazo de su 
uña con la tierra respectiva para evitar 
que a sus siervos se les autorizara cor­
tarle la cabeza.

Además, para mayo de 1963, 
fecha de la donación, todo el mundo sa­
bía que el régimen de Carlos Julio Aro- 
semena se tambaleaba como un borra­
cho cualquiera, hallándose próximo al 
derrumbe. En los planes del embajador 
Maurice Bembaum, el golpe militar te­
nía fecha fija y la CIA estructuraba los 
cuadros del nuevo gobierno con agen­
tes directos suyos, entre otros los que se 
destacaba el coronel Marcos Gándara 
Enríquez. Galo Plaza, hombre de Was­
hington, participaba visiblemente del 
plan y conocía que, entre otros cambios 
legales que el país iba a experimentar,
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de acuerdo a la Alianza para el Progreso 
y a Kennedy, inspirador del golpe, figu­
raba una Ley de Reforma Agraria que 
modernizara las arcaicas estructuras del 
campo y lograra que el peligroso nivel 
del oleaje social, que iba ganando a los 
campesinos, bajara hasta convertirse en 
una mansa piscina donde pudiera conti­
nuar bañándose la clase dominante.

De la conjunción de las dos cir­
cunstancias, cabalmente, derivó el ges­
to filantrópico del señor de Zuleta, que 
cuando fue Presidente de la República 
no entregó a sus indios ni aquel pedazo 
de uña, pero que entregó medio oriente 
al Consorcio Shell-Standard Oil, para 
terminar declarando que el oriente era 
un mito, que no tenía una gota de petró­
leo ni servía para la agricultura, prote­
giendo así la temporal y táctica retirada 
del consorcio.

El caso de Galo Plaza y de Zu­
leta no lo tomamos gratuitamente en el 
presente estudio. Cuando nos referimos 
a la provincia de Imbabura, el caso es 
forzoso, pues si Plaza nació en Estados 
Unidos, es en esta provincia donde que­
da Zuleta y tienen asiento sus principa­
les intereses económicos (al menos, los 
que se conocen).

El caso es altamente demostra­
tivo en varios aspectos: la historia de la 
formación del latifundio en la provin­

cia, de la explotación rapaz a las comu­
nidades y a los huasipungueros, de la 
acumulación capitalista a base de toda 
forma de expoliación de las masas, de 
la formación de la clase dominante de 
la provincia que, por extensión y por 
tratarse del señor de Zuleta, es la clase 
dominante de esta hacienda llamada Re­
pública del Ecuador.

Al comienzo del siglo se halla­
ba ya constituido el feudo denominado 
Zuleta, formaba parte del patrimonio de 
la familia Lasso, de la que nacería la es­
posa de Leónidas Plaza Gutiérrez, quien 
hizo carrera y fortuna a la sombra de la 
revolución liberal y del degüelle de sus 
mejores líderes: Eloy, Flavio y Medardo 
Alfaro, Julio Andrade, otros.

Como los demás latifundios, 
Zuleta se había formado en base al des­
pojo de las tierras pertenecientes a las 
numerosas y pobladas comunidades 
indígenas. Los dueños pasaban a con­
vertirse en siervos de los usurpadores, 
bajo el sistema de huasipungo. El látigo 
encima, el hambre, la muerte por epi­
demias, la deuda hereditaria, el analfa­
betismo, la múltiple servidumbre de las 
indias: todas las atrocidades y secuelas 
del huasipungo se hicieron presentes en 
Zuleta desde el comienzo y así conti­
nuaron. Los propios documentos de los 
Hermanos de los Hombres, citados en 
estas páginas, lo dicen claramente:
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“A principios de siglo algunas 
familias de huasipungueros de hacienda 
(el equivalente a esclavos de la edad me­
dia), procedían de Ibarra huyendo de la 
vida inhumana para colonizar las tierras 
vírgenes del futuro Mariano Acosta...

Al cabo de pocos años se inició 
la formación de otra comuna importan­
te: la FLORIDA. Aquí se trató de indí­
genas que en cierto modo se constituye­
ron en prófugos por la represión de los 
grandes latifundistas de Zuleta, La Mag­
dalena y San Clemente...

¿Dirán los aduladores de Galo 
Plaza que estas expresiones correspon­
den al resentimiento social o al ultraiz- 
quierdismo de los llamados Hermanos 
de los Hombres”?

En el curso de esta investiga­
ción, en la noche del 4 de diciembre de 
1976, llegamos en un grupo hasta las 
congelantes alturas donde hoy están di­
seminadas las parcelas y viviendas de 
los comuneros de La Florida. La región 
vive tan abandonada que es frecuente 
ver cóndores (llamados “buitres” en la 
zona) descender velozmente hacia las 
propias casas, apoderarse de animales 
de los comuneros y remontar el vuelo.

Comenzamos a investigar la 
historia de esta comuna indígena. Su 
origen es inconfundible: desde comien­

zos de siglo, numerosos huasipungue­
ros se fueron juntando en las partes al­
tas y próximas a la actual población de 
Mariano Acosta. Llegaron hasta ellas 
huyendo de la ferocidad de los terrate­
nientes y los capataces. La opresión en 
que vivían en Zuleta, como en La Mag­
dalena, La Rinconada, San Clemente, 
Chirihuasi, se había tomado insufrible. 
En donde estas haciendas, junto con el 
huasipungo y derivando de este sistema, 
se practicaba la modalidad de los “cuen- 
tayos” , huasipungueros en tumo anual 
de pastores, que siempre concluía con 
el endeudamiento del indio, que perdía 
animales en los páramos, muchas veces 
porque los devoraban los cóndores o los 
lobos, o que se habían visto forzados a 
comérselos a causa del hambre. La deu­
da se convertía en eterna, los hijos la he­
redaban de los padres y les transmitían 
a sus hijos que a su vez engendraban. 
Atados al huasipungo y a la deuda eter­
na, el patrón los registraba como parte 
de los bienes feudatarios y vendían la 
hacienda con sus “indios propios” , con­
forme el término convertido en ley y en 
jurisprudencia dentro de los pleitos.

En el caso de la hacienda Zuleta, 
los Plaza imponían entre las demás car­
gas feudales, la obligación del indígena 
de transportar víveres, una vez por se­
mana, hasta Quito a más de 100 kilóme­
tros de distancia. El viaje lo efectuaba a 
pie, arriando a las bestias, y la hacienda
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daba al indio, por toda retribución a este 
trabajo, un sucre por el “avío” o “cuca­
yo”: ¡un sucre para la alimentación en 
viaje de ida y vuelta; es decir para largas 
horas de dura caminata! De esta forma, 
el indio arriero tenía que endeudarse 
más todavía con la propia hacienda a fin 
de pedir “suplidos” que perpetuaban su 
servidumbre. El pueblo de Otón, uno de 
los centros más utilizados por los arrie­
ros para alimentarse y beber chicha en 
el camino, podría relatar historias in­
acabables sobre el padecimiento de los 
siervos de Zuleta.

Las mujeres de los siervos te­
nían sus propias penurias. Ellas estaban 
condenadas al “rejo” , es decir, al ordeño 
de las numerosas vacas de que siempre 
dispuso el latifundio. Este trabajo se 
iniciaba a las dos de la mañana y con­
cluía al medio día, sin que las ordeña­
doras quedaran exentas de otras tareas. 
Por todo su trabajo recibían 7 reales (70 
centavos de sucre) por semana.

Si los “peones propios” pade­
cían estos tormentos a manos de la fami­
lia Plazo Lasso, las comunas indígenas 
colindantes con el gran latifundio tuvie­
ron también siempre los suyos. En julio 
de 1939, cuando Galo Plaza ejercía el 
Ministerio de Defensa, preparando a su 
manera el desastre del 41, la comuna An­
gla, por intermedio de su Cabildo, acudió 
ante el Presidente de la República y pre­

sentó una queja contra la hacienda Angla 
(parte del mismo latifundio Zuleta).

El documento dice:
Exposición al Presidente de la 

República.
Los suscritos, miembros del 

Cabildo de la comuna Angla, pertene­
ciente a la parroquia de San Pablo de 
la provincia de Imbabura, a nombre y 
representación de dicha comuna, ante 
usted exponemos:

El 14 de julio de 1751, y por 
mandato de la Real Audiencia de Qui­
to, el Juez Comisionado, don Juan José 
de Atorga y Ovalle, en asocio del señor 
Gobernador, Protector de naturales y ca­
ciques, concedió a la repartición de tie­
rras, en las diversas parcialidades, de los 
contornos del corregimiento de Otavalo 
y de San Miguel de Ibarra, y entre ellas 
correspondió a las parcialidades: Angla 
y Bagabundos, que hoy constituyen una 
sola con el nombre de Angla, con un 
personal de más de mil habitantes, una 
extensión de territorio de 12 caballerías 
más o menos.

En la frente alta, según reza 
el título de adquisición, linda con la 
hacienda del mismo nombre: Angla, 
perteneciente al que fue Capitán don 
Gabriel de Zuleta y hoy de propiedad 
del señor don Galo Plaza Lasso, y en 
páramo del mismo común, nacen dos
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ojuelos de agua, que pasando por te­
rrenos de la hacienda del señor Plaza, 
desemboca en nuestros terrenos para 
servicios de bebederos de animales y 
menesteres domésticos; servicio y uso 
que lo hemos tenido desde tiempo in­
memorial, de una manera quieta, pací­
fica y no interrumpida, sin que nadie 
nos haya disputado, nuestro legítimo 
derecho, adquirido con justo título.

El mentado caudal de agua no 
sirve: sino para los objetos indicados, ya 
que su caudal es muy insignificante, que 
no llega a una paja y nace y se consume 
en nuestro propio territorio sin que re­
manente alguno pueda servir para servi­
cio o uso de persona alguna.

Más sucede, señor Presidente, 
que desde el mes de agosto del año pasa­
do, justamente un año, que los sirvientes 
y administradores de la mentada hacien­
da nos vienen impidiendo el uso y goce 
de dichas aguas, que como dejamos ex­
presado, hemos tenido desde tiempo in­
memorial; abuso que, estamos seguros, 
no tendrá conocimiento el señor Galo 
Plaza, una vez que estamos convenci­
dos de su gentileza y noble corazón; ya 
que prueba nos ha dado, facilitándonos 
la entrada a sus terrenos; para la limpia 
y la reparación de acequia, que conduce 
las aguas a nuestro territorio; sino que es 
obra exclusiva de sus empleados, quie­
nes en el afán de conquistarse el cariño

de su patrón, quieren desviar el curso 
de nuestras aguas y llevarlas al servicio 
de la hacienda, con grave perjuicio de 
nuestros intereses, pues a la presente, 
por esta circunstancia estamos privados 
de este líquido elemento para los menes­
teres domésticos y abrevaderos y para 
conseguirlo tenemos que recorrer más 
de media legua de distancia.

En estas circunstancias, no sien­
do posible en nuestra situación de infeli­
ces indígenas, carentes de medios econó­
micos, entablar acción judicial alguna, ni 
tampoco, ni es, ni ha sido nuestra inten­
ción, por tratarse del señor Plaza.

Venimos a solicitar de usted, se 
sirva recabar de este señor, una orden 
para sus empleados, a fin de que no se 
nos prive del uso y goce de las aguas, 
tal cual lo hemos tenido, desde nues­
tros antecesores, y que esta orden se 
la imparta, mediante el Gobernador de 
Imbabura, para que una vez por todas, 
venga a constituir un reconocimiento 
de nuestro derecho, que servirá para 
que sea respetado en lo futuro.

No pedimos un imposible, pe­
dimos nada más que se nos restablezca 
nuestro derecho; y de esto estamos con­
vencidos, porque nos asiste la justicia y 
los títulos que poseemos, del señor Pre­
sidente. Muy atentamente (Cabildo)
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Cierto que con posterioridad, el 
4 de octubre de 1971, Galo Plaza Lasso, 
por intermedio de su yerno, el abogado 
Ricardo Crespo Zaldumbide (abogado al 
mismo tiempo de la compañía Gulf), se 
hizo presente ante el IERAC para donar a 
las comunidades de Angla, Zuleta y Topo, 
una determinada extensión de páramos 
equivalente a la suma de dos millones 
ciento ochenta y dos mil ciento cinco su­
cres (en forma gratuita y por propia inicia­
tiva, demostrando en esta forma su sensi­
bilidad ante los problemas sociales del 
campesinado), conforme reza el escrito 
respectivo. Más esa sensibilidad del señor 
de Zuleta queda reducida a nada cuando 
se sabe que tal transferencia de terrenos la 
hizo en virtud de lo que ordenaba la Ley 
255-CLP, conforme lo reconoce la propia 
escritura de “donación” . Por otra parte, 
al tiempo de esta investigación, comune­

ros de la Angla formularon airadas quejas 
contra sus eternos adversarios, señalando 
que la hacienda Angla intentaba despojar­
los de sus tierras.

Avancemos. ¿Cuál es hoy la si­
tuación de Zuleta, de sus trabajadores, 
de las comunidades en permanente con­
flicto con el gran latifundio?

Luego de los mentados recortes de 
uñas, el latifundio de Plaza (Zuleta, Angla y 
Topo), es todavía el imponente imperio de 
7 500 hectáreas, ocupando buena extensión 
de los cantones de Ibarra y Otavalo.

De acuerdo a los datos recogi­
dos en la investigación dentro del pro­
pio latifundio, la producción de éste, 
conforme las últimas cosechas, daba el 
siguiente cuadro en un año:

PRO DU CTO N Ú M E R O

QUINTALES

PRECIO  UNITARIO  

(SUCRES)

SUBTOTAL (SUCRES)

Trigo 20.000 180/200 3'600.000

Cebada 30.000 220 6'600.000

Lenteja 20.000 750 15'000.000

Papa 10.000 180 1'800.000

M aíz 10.000 250 2'500.000

TOTAL 29'500.000
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Es decir, que en un solo año, a 
precios actuales, el señor Plaza recibe, 
como ingreso global la suma de VEIN­
TE Y NUEVE MILLONES QUINIEN­
TOS MIL SUCRES. Y esto sin tomar 
en cuenta otros productos agrícolas 
como la quinua, de vasto consumo en 
toda la provincia. Y sin tomar en cuenta 
tampoco, las ventajas del mercado co­
lombiano (a donde va gran parte de esa 
producción) sobre los precios del mer­
cado nacional, pero el señor Plaza no es 
solo explotador agrícola. Es también 
ganadero, tiene tres rejos: el de Zuleta, 
posee 120 vacas puras, con una produc­
ción diaria de 4.800 litros de leche; el de 
El Rosario, con 200 vacas “mestizas”, 
y la Cocha, con 220 vacas mestizas y 
una producción de 4.000 litros diarios, 
todos los cuales al precio de la leche en 
Quito, significan más cerca de 20 millo­
nes de sucres por año. En realidad, el 
ingreso es mucho más vasto, no solo por 
la conocida adulteración de la leche, en 
la que son expertos todos los ganaderos 
del país, sino porque la producción le­
chera de este latifundio se destina, en su 
mayor parte, a la producción de queso y 
mantequilla, que deja mayores dividen­
dos, especialmente cuando se los expor­
ta, como lo hace la hacienda Zuleta.

Buen ganadero, no podía con­
tentarse con las vacas. El señor Plaza 
dispone también de tres toros repro­
ductores avaluados en 80 mil sucres

cada uno y, de yapa, 3 grandes rebaños 
de ovejas “finas”, distribuidas de la si­
guiente manera:

1. 600 ovejas australianas “Lana 2”
2. 570 ovejas americanas “Lana 1”
3. 517 ovejas australianas “Lana 2”

Un total de 1.687 ovejas finas, 
destinadas, como los hombres, a ser 
trasquiladas periódicamente.

El imperio económico de Zuleta 
continúa: el latifundio posee inmensos 
pastos naturales que la “sensibilidad” 
de Galo Plaza no ha donado a comuna 
alguna; y posee a la vez, 10 pastos arti­
ficiales cultivados con semilla africana. 
Naturalmente, una fábrica de quesos y 
mantequilla: máquina de destilación 
muy moderna, empaque manual de los 
dos productos. Un taller de manufactu­
ras de bordados con un telar para lienci­
llo, con empleo de materia prima (lana) 
de la misma hacienda. La producción de 
mantequilla alcanza a 350 libras diarias, 
es decir, 227.750 libras por año, (más de 
6 millones de sucres); la de queso, 220 
unidades por día, que significa otros tan­
tos millones por año.

En la manufactura de borda­
dos, la sapiencia del señor Plaza no ha 
descuidado el aprovechamiento de la 
tradicional creatividad artística de las 
mujeres de todas las comunidades de la 
provincia asimilada también por parte
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de la población mestiza. Gran parte del 
producto de esta importante artesanía va 
a parar en Zuleta, que se convierte en 
el gran intermediario. Ágiles y toscas 
manos de labradoras indias y mestizas 
confeccionan los delicadísimos borda­
dos de Zuleta. El taller de bordados de 
la hacienda está dirigida por la esposa 
del administrador, quien prepara los di­
seños. Por el bordado cada mujer reci­
be: 70 sucres si se trata de camisa; “indi­
vidual”, 15 sucres y tallas 12 sucres. El 
bordado de una camisa demora 8 días; 
la de una individual o talla, un día. La 
hacienda paga ese salario de hambre y 
pone la materia prima (lana, hilo). La 
camisa por la que a la bordadora se le 
pagó 70 sucres, es luego vendida en 
Quito a 450 sucres, destinándose la ma­
yor parte al mercado de Estados Unidos, 
desconociéndose la contabilidad en dó­
lares que al respecto debe llevar el señor 
Plaza. En Europa es frecuente ver las 
“boutiques” expendiendo estas camisas 
a costos equivalentes a no menos de UN 
MIL SUCRES. Véanse sino en las tien­
das de París y Estocolmo, que nosotros 
hemos visitado.

Zuleta tiene 60 trabajadores 
permanentes de origen huasipunguero 
y contrata temporalmente de 300 a 400 
trabajadores más. El salario general 
fluctúa de 30 a 35 sucres, hallándose 
en cualquier caso, por debajo del sala­
rio mínimo que la ley establece para la 
Sierra. La diferencia existente entre el

salario legal y el salario real, se suma al 
excedente creado por los trabajadores, 
para aumentar así la dicha de la crecida 
familia latifundista. Los pastores cui­
dan de las ovejas con toda su familia, 
debiendo pagar mil por cada oveja que 
se pierda. En la fábrica de quesos la jor­
nada se inicia a las 5:30 a.m. y concluye 
a las 6 p.m. (más de 12 horas).

La situación de las trabajado­
ras es peor que la de los hombres. Las 
ordeñadoras, conocidas también con el 
infamante nombre de “conciertas” (tér­
mino proscrito por la ley a comienzos 
de siglo, pero se pone en evidencia has­
ta donde llega la explotación social en 
Zuleta) tienen que hacer dos ordeños 
diarios: de 4 a 7 a.m., y de 3 a 6 p.m., 
recibiendo por este trabajo 600 sucres 
mensuales las adultas, y 450 las adoles­
centes. Luego están obligadas a acudir 
a la manufactura de bordados, donde 
harán una labor que consiste en “torcer 
las individuales” .

Otro excedente adicional del 
que se beneficia Zuleta proviene de 
que los miembros de las comunidades 
de Topo, Angla y Zuleta, que proveen 
la fuerza necesaria para la producción 
de la hacienda, emplean sus propios 
aperos de labranza, tales como: palas, 
azadones, etc.

La hacienda dispone además, 
de tiendas de artículos de primera nece­
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sidad, que expenden alimentos y vestua­
rio, entre otros productos. Esto permite 
el control del medio circulante obtenido 
por los pobladores, además de constituir 
una política encaminada a menguar las 
contradicciones entre los trabajadores y 
el dueño de la hacienda.

Por las mismas características 
del desarrollo capitalista de la zona, en 
Zuleta existe una cooperativa de ahorro 
y crédito, que administra y controla los 
ingresos obtenidos por quienes se ocu­
pan de labores agrícolas o manufactura 
de bordados. La cooperativa no reco­
noce intereses por el dinero ahorrado y 
de los préstamos se benefician princi­
palmente los intermediarios, como su­
cede en los bordados.

Igual que en el caso de Zuleta, 
se puede citar numerosos ejemplos más 
en los que se advierte la presencia del 
mismo tipo de problemas, aún así: como 
Zuleta, las haciendas han tecnificado 
sus cultivos y más labores adicionales, 
reemplazando las formas antiguas de 
explotación social semifeudales, por el 
salario que, de todos modos, se combina 
con algún tipo de prestaciones, aunque 
solo fuese el empleo de herramienta 
propia por los campesinos para el traba­
jo en tierras de hacienda.

Tomemos, por ejemplo, la ha­
cienda La Florida, que al momento de 
concluir esta investigación -1977- tenía

como propietario al señor Carlos Puga 
Vaca, quien no vivía en aquella.

Hacienda ganadera de 207 
hectáreas, ubicada en el cantón Iba- 
rra, trabajaba al momento con perso­
nas a quienes pagaba 35 sucres diarios 
(poco antes, el salario mayor era de 12 
sucres). Los trabajadores tienen que 
llevar sus propias herramientas. La 
mayor parte de los 30 que suman, no 
tienen trabajo sino 3 ó 4 días por se­
mana. El resto de la semana deambu­
lan por la provincia de Carchi, Santo 
Domingo de los Colorados o Quito, a 
la búsqueda de empleo. Para las orde­
ñadoras esta situación es peor, pues su 
salario es de 15 sucres diarios.

Igual transcurre la vida de la 
hacienda La Merced, cantón Ibarra, pro­
piedad del señor Eduardo Batallas. Una 
hacienda lechera que labora con 20 peo­
nes cuyo salario es de 35 sucres. Estos 
trabajan únicamente tres días y el resto 
también deambulan. Antes fueron hua- 
sipungueros, pero el propietario proce­
dió a entregarles lotes de conformidad 
con las leyes agrarias: parcelas impro­
ductivas y pobres ubicadas en las faldas 
de las lomas. El mejor salario lo ganan 
los tractoristas, pero es de 1.800 sucres.

Las mujeres y niñas trabajan en 
el ordeño, las primeras por 600 sucres 
mensuales y las segundas por 450. Los
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dos ordeños se efectúan a las 5:30 a.m. 
y a las 3 de la tarde.

Otro ejemplo, la hacienda Cho­
ta Chiquito, propiedad de José Luis Su­
bía Tobar, parroquia Ambuquí, cantón 
Ibarra. Tiene solamente 101 hectáreas, 
de las cuales la mayor parte se dedica al 
cultivo de la caña. Anualmente obtie­
ne 5.400 quintales del producto, el cual 
vende al Ingenio Tababuela, a razón de 
130 sucres cada quintal. Esto arroja
702.000 sucres por año contra 15.500 
sucres mensuales de salarios para doce 
obreros (a 35 diarios cada uno), 1.500 
mensuales correspondiente al sueldo del 
mayordomo y 500 al de la cocinera. Es 
decir, un solo producto -la  caña- le deja 
al dueño más de medio millón por año. 
Y hablamos de un solo producto.

Otro caso es el de la hacienda 
La Magdalena, cantón Ibarra, propiedad 
de Manuel Freile Larrea. Al momento 
de la investigación, esta hacienda tenía 
2.516 hectáreas y cultivaba apenas el 
40%, con 20 trabajadores permanentes 
y 100 de temporada, a quienes pagaba

30 sucres diarios. Las ordeñadoras per­
cibían 15 sucres. El principal produc­
to es el trigo, destinado a “Molinos La 
Unión” , empresa de la que es destacado 
accionista dicho propietario. Esta ha­
cienda se caracterizó siempre por la vio­
lencia ejercida contra los trabajadores.

Cuando en 1934 los huasipun- 
gueros reclamaron sus derechos, fueron 
atacados por la Policía, con cinco muer­
tos y numerosos heridos como saldo.

Siempre en orden a demostrar 
el poder económico, base del poder po­
lítico de la clase de los grandes propie­
tarios, agreguemos los casos de dos ha­
ciendas más, ambas ubicadas en la zona 
de Pimampiro:

HACIENDA SAN JUAN

Propietaria: Herlinda de Arellano. Arren­
datario: Humberto Román. Extensión 
1.200 hectáreas; cultivadas 900. La ha­
cienda está dividida en 4 sectores: Paraga- 
chi, Jesús María, La Mesa y San Ignacio.

Producción anual:

Trigo 2.500 quintales

M aíz 2.000 quintales

Caña 1.500 tone ladas

Aguardiente 40.000 litros

Tomate 100 cajas
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La caña, San Juan, vende al 
Ingenio Tababuela, mientras entrega el 
aguardiente con permiso del Estado, a 
ILEPSA, a razón de 6,50 sucres cada li­
tro. Román tiene intereses en ILEPSA. 
San Juan posee además, 50 cabezas de 
ganado, de las cuales 12 lechando.

El fundo está relativamente 
mecanizado: 2 tractores, 2 segadoras, 
una bomba de riego, una bomba para 
fumigación, 1 fumigadora manual. La 
inversión en maquinaria se calcula en 
ÍO’OOO.OOO de sucres, pero continúa uti­
lizando el arado de bueyes (yunta) para 
la preparación del suelo.

San Juan emplea de 20 a 25 
trabajadores permanentes, a los cua­
les les paga de 25 a 30 sucres diarios. 
El administrador gana 35 sin comida. 
Temporalmente, emplea 100 jornale­
ros, contratados en cuadrillas por los 
enganchadores, que los traen de Zuleta, 
Cayambe, Cangagua, entre otros sitios. 
El enganchador gana el 15% del precio 
total de los contratados.

Pero San Juan no emplea sola­
mente obreros agrícolas. A tiempo de 
nuestra investigación, poseía 13 huasi- 
pungueros, pese a la abolición legal del 
sistema de huasipungo.

La hacienda tiene riego artifi­
cial e invierte 200 sucres diarios en agua

y 40.000 mensuales en combustible (20 
tanques por 200 sucres cada uno). Se 
beneficia directamente del Estado: el 
Ministerio de Agricultura y Ganadería 
(MAG), envía cada año 3 ingenieros 
agrícolas cada año, los mismos que rea­
lizan cultivos experimentales. La ha­
cienda proporciona el terreno, la semilla 
y los peones. Todo lo demás corre por 
cuenta del MAG. Los experimentos son 
aprovechados por San Juan.

HACIENDA PIN ANDRO

Es una muestra del desarrollo 
capitalista en el campo, mediante la 
combinación de la agricultura con la 
industria. Sus propietarios son los he­
rederos del célebre latifundista Marco 
A. Restrepo, de origen colombiano, en­
fermo del “achaque de montar fincas” , 
como lo reconocía públicamente. A su 
nombre se asocian sangrientos y repeti­
dos episodios de usurpación de tierras, 
particularmente en la provincia de Tun- 
gurahua. El nombre de “Leito” está re­
gistrado en la historia del gamonalismo 
ecuatoriano con fúnebres luces.

Hoy Pinandro tiene 220 hec­
táreas, las cuales se hallan totalmente 
cultivadas; tiene una variada produc­
ción agrícola: maíz, trigo, fréjol, tomate. 
Anualmente cosechan 200 quintales de 
maíz y 60 de fréjol. Su producción más 
importante es el tomate, que destina a
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su propia fábrica de salsa, ubicada en la 
misma hacienda.

Pinandro tiene también 400 ca­
bezas de ganado, de las cuales 80 pro­
ducen leche. Posee además, un criadero 
de temeros y chanchos, que destina al 
sacrificio.

La fábrica de salsa de tomate se 
montó con una inversión de 10 millo­
nes de sucres. Tiene una producción de 
5.500 unidades (botellas) por semana, lo

que representa 286 mil unidades en el 
año. El producto vende a 13 sucres por 
la botella pequeña, y a 17 por la grande. 
Para abastecer su producción, además 
del tomate propio, compra a los propios 
agricultores cajas de tomate por 30 y 35 
sucres, un precio realmente inicuo.

Su variada producción le permite 
un ingreso que no se compadece con las 
inversiones ni con los salarios. En cuanto 
a estos, Pinandro ofrece este cuadro:

En la agricultura:
Jornalero 30 sucres con alimentación (4 trabajadores)

En ganadería: 30 sucres sin alimentación (4 trabajadores)
En la fábrica: Envasadores 25 sucres

Empastadores 40 sucres
Jefe 60 sucres

El administrador de la hacienda 
gana 5.000 sucres mensuales y el mayor­
domo, que dirige las labores de campo, 
3.000. Igual ocurre con el administrador 
de la fábrica y el bodeguero, en su orden.

La propiedad territorial, el capi­
tal que poseen, la influencia que ejercen 
sobre el Estado, los municipios y los 
bancos; el control total o parcial de la 
vida política de la provincia, todo ello,

sumado, determina la presencia de una 
clase dominante, que ausentista y todo, 
en verdad domina. El propio ausen­
tismo de los grandes propietarios está 
condicionado por su poder real. A di­
ferencia de éstos un campesino rico por 
acomodado que sea, no puede ser ausen­
tista. Está forzado económicamente, a 
cumplir determinadas labores directas 
en la producción.
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En otros términos, la propiedad 
agraria, convertida en monopolio, se 
convierte en poder político. Si se trata 
de la función Legislativa, la clase propie­
taria llegará a proponer y obtener leyes 
que le afirmen en su sacrosanto derecho 
de propiedad. Si se trata del poder Eje­
cutivo, pondrá o depondrá gobiernos y 
utilizaría la fuerza para imponer sus pri­
vilegios. En cuando al poder Judicial, no 
pasaría de ser el instrumento de represión 
legal en esa misma dirección. Y no se 
trata solamente de propietarios civiles o 
individuales. La Curia de Ibarra conti­
núa siendo dueña de numerosas hacien­
das y, en algunos casos, ha disfrazado 
la propiedad de las mismas, mediante 
sociedades agrícolas, como es el caso de 
Cochicaranqui, el latifundio eclesiástico 
siempre en pugna con los comuneros de 
la Rinconada. A ellos se vienen a sumar 
los neolatifundistas surgidos a la sombra 
de las dictaduras, como en el caso ya re­
ferido de San José de Urcuquí.

Mientras tanto, la masa domi­
nada crece sin cesar. En ella se integran:

Las comunidades indígenas de 
toda la provincia: comunidades 
en proceso de desintegración, 
sino desaparecidas del todo;

- Las comunidades negras del va­
lle del Chota;

• Los pequeños propietarios aisla­
dos;

• Los pobladores que se ocupan
de bordados y tejidos;
El creciente número de proleta­
rios del campo.

La clase dominante no es la 
misma de los antiguos gamonales de 
horca y cuchillo, mantenedores de sis­
temas como el huasipungo. El desarro­
llo capitalista los ha “tecnificado” como 
propietarios agrícolas y ganaderos; y los 
lleva además por senderos antes poco 
recorridos: industria de la construcción, 
hotelería, turismo. Pero como al mismo 
tiempo provienen de una larga y tene­
brosa historia de discrimen racial anti­
indígena y anti-negro, de siglos de do­
minio total sobre la masa, es frecuente 
ver en ellos aflorar ese sentimiento de 
propiedad propio de los barones feuda­
les. Entonces esta clase dominante es 
un híbrido: un monstruo de dos cabezas. 
Al mismo tiempo es una clase desna­
cionalizada. Y no queremos aludir con 
esto a los reconocidos vínculos del se­
ñor Galo Plaza Lasso con los Estados 
Unidos, queremos referimos más bien 
a otro factor, que lo analizaremos más 
extensamente en el capítulo V, cómo la 
presencia de toda clase de fundaciones, 
mecanismos, sectas y agencias extranje­
ras, ha venido a deformar por completo 
la vida de las comunidades y de la pro­
vincia toda, creando un sistema de do­
minación cultural (y por cierto, de ma­
nipulación social y política), dentro del
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cual se inserta la clase dominante con 
perfecta naturalidad.

Se comprende perfectamente 
que cuando nos referimos a la clase do­
minante de Imbabura, no la estamos cir­
cunscribiendo a los límites estrechos de 
una provincia. Bien podríamos habernos 
expresado en términos de una totalidad: 
la clase dominante en el Ecuador. Pero 
nuestro estudio no tiene alcance, ya que 
los datos y ejemplos están tomados de la 
realidad específica de una provincia.

Lo anterior significa que los pro­
yectos de la clase dominante, en el caso 
de Imbabura, son, en esencia, los mismos 
que para todo el país: esto es, moderni­
zación de estructuras, desarrollo del ca­
pitalismo asociado y dependiente, pre­
sencia de las multinacionales y dominio 
cultural extranjero. En los términos en 
que este programa puede implementarse 
no lo sabemos. Según las circunstancias, 
bien podrá ser bajo regímenes fascistoi- 
des tipo Brasil o ensayos reformistas tipo 
Perú de Velasco Alvarado.

Una cosa es cierta: al disgregarse 
la vieja comunidad indígena, al romperse 
sus lazos y debilitarse, por tanto, los me­
canismos de defensa de toda una cultu­
ra, el poder de la clase dominante puede 
estructurarse mejor y convertirse en una 
maquinaria de opresión peor que el viejo 
latifundio, el cual supo, en cierto modo, 
convivir con la comunidad indígena.

Y algo más: disgregada la co­
munidad, sus residuos individualistas 
no podrán ser otra cosa (no lo son aho­
ra, cuando el caso se ha dado) que mano 
de obra proletarizada, sin capacitación, 
destinada a los peores salarios, al des­
empleo sistemático, a las barriadas mar­
ginales. Perdidas sus culturas comu­
nitarias, de las cuales vienen, pasarán 
muchos decenios para que estos proleta­
rios realmente se proletaricen.

LAS INSTITUCIONES NACIONALES 
Y LA INTERVENCIÓN EXTRANJERA

En la provincia de Imbabura 
es numerosa e intrincada la presencia 
de organismos nacionales y extranjeros 
introducidos en todos los aspectos de la 
economía y de la vida social y cultural. 
En lo que corresponde a los organismos 
nacionales, estos se entrecruzan y fre­
cuentemente se estorban unos a otros, 
con perjuicio de los planes que dicen 
animar, mediante una frondosa buro­
cracia y una tupida maraña de trámites 
legales. En la plaza de Mariano Acos­
ta, un indígena nos averiguaba sobre la 
existencia del “Doctor IERAC”, al que 
-igual que los campesinos más remon­
tados de Loja- imaginaba un personaje 
todopoderoso.

Entre los organismos en men­
ción se encuentran el Ministerio de 
Agricultura, el IERAC, Desarrollo Ru­
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ral, INERHI, para citar los más destaca­
dos del sector oficial.

Como parte de la acción del Mi­
nisterio de Agricultura y en combinación 
con el de Educación, funciona el Plan 
de Nuclearización de la Enseñanza, que 
preconiza la integración de la enseñanza 
pública al desarrollo de la comunidad.

Al momento de la investigación 
existían 4 núcleos de esta índole:

1. Núcleo de Rumipamba, con su 
centro en el Colegio Básico de 
Rumipamba. Agrupa un total de 
15 escuelas de la zona, con 50 
profesores y una población glo­
bal de 10.000 personas, aproxi­
madamente.

2. Núcleo de Quinchuquí, con su 
centro en el Colegio de Ciclo Bá­
sico de Quinchuquí, con un radio 
de acción sobre 16 comunas in­
dígenas y la totalidad de escuelas 
públicas comprendidas en ellas.

3. Núcleo de San Juan de Lachas, 
con sede en el Colegio de Ciclo 
Básico de igual nombre y un ra­
dio de acción que abarca parte 
de la provincia de Imbabura y 
parte de la provincia del Carchi, 
incluyendo una extensa zona de 
colonización que viene desarro­
llándose últimamente.

4. Núcleo del Chota, con sede en 
el Colegio de Ciclo Básico de 
Carpuela. Abarca todo el valle 
del Chota, sobre las dos citadas 
provincias.

El plan de Nuclearización de 
la Enseñanza está bajo la dirección y el 
asesoramiento de varios ministerios y, 
además, de la UNESCO, FAO, OEA, 
UNICEF.

Si bien el principio de que arran­
ca este Plan, puede asomar como enca­
minado a conseguir que la enseñanza se 
constituya, verdaderamente, en factor 
principal de impulso al desarrollo de la 
comunidad, en los hechos contribuye 
más bien al desarrollo de los factores 
que atacan y destruyen los valores pro­
pios de la comuna. La principal preocu­
pación de este plan es dotar al individuo 
de mejores herramientas para su progre­
so individual, a través del aprendizaje 
que se le facilita y que incluye técnicas 
de artesanía y agronómicas. Enmarcado 
dentro del actual sistema cooperativis­
ta, al que nos hemos referido, el alumno 
formado por este sistema pasará a inte­
grarse en la élite agraria, mientras que 
la masa analfabeta seguirá alejándose de 
este sistema de desarrollo que, en fin de 
cuentas, es solamente un mecanismo del 
desarrollo capitalista.

Por otra parte, manipulado 
desde arriba por el Estado, el Plan de
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Nuclearización no permite fácil cabi­
da a quienes propician el cambio sin 
comillas; al contrario, se convierte con 
frecuencia en instrumento de represión 
ideológico-político, cuando no en ins­
trumento de privilegios y ascenso social 
para los miembros del cuerpo directivo. 
Es decir que, aquello que pudo ser va­
lioso medio para lograr la defensa de la 
cultura comunitaria, el progreso de la 
economía y de la justicia social, acaba 
constituyéndose, a la postre, en una tra­
ba más del pretendido desarrollo.

En cuanto al IERAC, su rol es 
habitualmente negativo, puesto que se 
coloca, la mayoría de las veces, de lado 
de los terratenientes, en contra de los 
campesinos. Entre los numerosos ejem­
plos que pueden citarse, cabe el de la 
hacienda La Magdalena, de propiedad 
de Manuel Freile Larrea, la cual se halla 
ubicada en la parroquia Agochagua del 
cantón Ibarra.

En La Magdalena existe la co­
muna del mismo nombre, con una po­
blación de 100 familias, las que a su vez 
totalizan 700 miembros. La comuna 
dispone de 300 hectáreas. Todos los co­
muneros son huasipungueros.

Las familias más afortunadas 
poseen de 4 a 6 hectáreas, pero varias 
apenas alcanzan a 2. En la mayor par­
te, el ingreso es de mera subsistencia y

comprende la venta de pequeños exce­
dentes de trigo, cebada, maíz, papa, fré­
jol., así como la excelente artesanía del 
bordado (manual y a máquina de coser), 
en particular de camisas. El producto 
de esta artesanía atraviesa por numero­
sos intermediarios hasta el comprador, 
fuera del país.

Las condiciones de vida son 
deprimentes y se reflejan en la clásica 
choza, una lejos de otra. En la comuna 
se carece de agua potable, luz eléctrica, 
servicios sanitarios, atención médica. 
Cuando enferman, los comuneros van a 
Ibarra, en cuyo hospital se les discrimina, 
conforme lo afirman numerosos testigos.

El ingreso promedio correspon­
de a 8/10 costales (quintales, aproxima­
damente) de maíz por año y a 20 de trigo. 
Carentes de apoyo crediticio recurren a 
los usureros, quienes les cobran un inte­
rés del 12% mensual. Cuando acuden 
a las haciendas a trabajar se les paga 32 
sucres diarios. La situación les obliga a 
emigrar a Quito, Santo Domingo de los 
Colorados, San Lorenzo, en procura de 
un salario, pero generalmente vuelven a 
la comuna luego de dos meses. En esos 
lugares ganan aproximadamente 60 su­
cres diarios.

Para defenderse, los comuneros 
de La Magdalena han creado -además 
de mantener su propio organismo comu­
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nal- la Asociación de Trabajadores a la 
que se hallan unidos campesinos de las 
comunas vecinas de Paniquindra, Rumi- 
pamba, Cochicaranqui y la Rinconada. 
Pues bien, los comuneros de La Magda­
lena sostienen desde 1973 un pleito con 
la hacienda, tramitado en el IERAC, y 
dentro del cual demandan la adjudica­
ción de la misma por presión demográ­
fica, que es una de las figuras a las que 
puede apelar el campesino en procura de 
tierra, conforme a ley. Obligado a re­
solver el pleito y apoyado en informes 
ad hoc de otros organismos estatales, 
el IERAC ha dado largas al asunto, en 
evidente complicidad con los intereses 
parasitarios de la clase dominante.

Cierto que el IERAC mantiene 
proyectos de desarrollo agrícola con mi­
ras a beneficiar a los campesinos. Tal 
es el correspondiente a la hacienda Peri- 
buela, parroquia Imantag, cantón Cota- 
cachi. Una hacienda cuyo promedio de 
altura es de 2.550 metros sobre el nivel 
del mar. Posee 647 hectáreas y una su­
perficie cultivable de 178,90 hectáreas. 
Para 1976, el proyecto consistía en ex­
plotar 81,10 hectáreas por el propio 
IERAC y 78,30 hectáreas para los cam­
pesinos. En lo que corresponde a estos 
últimos, debían cultivar 48 hectáreas 
en forma comunal (trabajo y usufructo 
colectivo) y 36,50 hectáreas en forma 
individual. En el ejemplo, es visible 
que, lejos de favorecer al desarrollo de

la comuna, el IERAC asume la produc­
ción mayoritaria y facilita la individual, 
fomentando así, una vez más, el indivi­
dualismo: dos terceras partes para estas 
dos formas de producción y solamente 
la tercera para la forma comunitaria.

Por otra parte, el IERAC auspi­
cia proyectos de colonización, justo en 
una provincia donde el acaparamiento 
de la tierra sigue existiendo, como lo he­
mos analizado anteriormente. Los pro­
yectos son tres:

1. El Chontal, parroquia García 
Moreno, zona de Intag, gradual­
mente colonizada por personas 
provenientes de las provincias 
de El Oro y Carchi, así como de 
Imbabura.

2. Buenos Aires, en la parroquia 
Cahuasquí, colonizada por ele­
mento cárchense y también por 
ciudadanos colombianos.

3. Pimampiro, zona parcialmente 
colonizada por elementos simi­
lares.

Esto demuestra, nuevamente, 
que la colonización es aplicada como 
evasiva de la reforma agraria, para dis­
minuir las tensiones sociales, no para al­
canzar la justa distribución del recurso- 
tierra y del ingreso consecuente.

194



REVISTA ECONOMÍA 101 - JULIO 2011

Por lo demás, como remate a esta 
acción de las instituciones del Estado, está 
el papel represivo de la fuerza pública, rei­
terado constantemente. En años recientes, 
la policía asesinó a Mardoqueo León, jo­
ven campesino negro de la hacienda Pala- 
cara, en el Chota, encubriendo los apetitos 
del terrateniente Garzón.

En cuanto al clero, tan influyente 
en Imbabura, mantiene sus propios orga­
nismos para encauzar la acción social en 
el agro. Este es el fin que persigue, por 
ejemplo, el INSTITUTO CAMPESINO.

El Instituto fue fundado en 1960 
por Monseñor Silvio Luis Haro, con el 
propósito de “promoción y beneficio del 
campesino y la mujer”. Bajo acción del 
Instituto se formaron 40 cooperativas de 
ahorro y crédito en Imbabura y Carchi, 
bajo la dirección personal del Padre Pérez, 
quien ha efectuado cursos de cooperativis­
mo en Alemania Occidental y Chile.

Con el Instituto laboran los sa­
cerdotes diocesanos y la orden religiosa 
San Francisco de Sales, italiana. Co­
operan con ellos las seglares denomina­
das Mejoradoras del Hogar.

En sus primeros tiempos, el 
Instituto estuvo completamente vincu­
lado al Cuerpo de Paz norteamericano, 
cuyos miembros prestaban asesoría téc­
nica a los agricultores. Hoy funcionan

14 cooperativas, que en su mayor par­
te pertenecen a la ciudad de Ibarra; es 
decir, que no son campesinas. Las Ma­
dres Salesianas, por su parte, efectúan 
la “promoción” de 200 mujeres, a las 
cuales enseñan quehaceres domésticos, 
“moral” , corte y confección, arte culi­
nario y enfermería. Para la ayuda a los 
“menesterosos” , estos programas cuen­
tan con alimentos que reciben de CARE, 
a través del Patronato del Niño y de CA­
RITAS, a través de la Curia de Ibarra.

Como puede observarse, la ac­
ción de esta entidad dirigida por la Curia 
no afecta al fondo del problema: la te­
nencia de la tierra, las relaciones de pro­
ducción en el agro, la agresión capitalis­
ta, la represión del Estado, la violación 
de las culturas indígenas. Al contrario, 
viene a ser un elemento coadyuvante. 
La misma línea de la Alianza para el 
Progreso, la misma línea de patemalis- 
mo capitalista deformador y paralizante. 
Aún más, como hemos visto en casos ya 
citados, el papel oficial de la Iglesia es 
de explotación múltiple de las comunas 
de Imbabura, de oposición permanente 
a sus derechos. Cochicaranqui es sola­
mente un símbolo.

En la provincia de Imbabura 
operan también entidades privadas que 
disponen de financiamiento, en su ma­
yor parte proveniente del exterior. Mu­
chos quieren ver en ellas simples agen-
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cías de penetración imperialista. Para 
nosotros el fenómeno es más complejo, 
pues junto a indudables intereses de 
los Estados o instituciones extranjeras 
que originan dicho financiamiento, hay 
también otras motivaciones que entran 
en su origen y en sus proyectos: cierto 
espíritu humanístico, si vale el térmi­
no, que se presenta en algunos grupos 
o personalidades que se han beneficiado 
de excedentes quizás cuantiosos (esto 
puede hallarse en Europa); el despertar 
de sentimientos sociales que afloran a 
la mente de muchos jóvenes integrantes 
de esas instituciones y de proyectos de 
desarrollo de la comunidad. De manera 
que, en este campo, no es raro encontrar 
personas que están perfectamente con­
vencidas de que son agentes efectivos 
del cambio social y de que cumplen un 
destacado papel con miras al desarrollo 
y a la justicia social.

Al margen de lo que ellas crean, 
es indudable que su labor no va ni puede 
ir muy lejos, pues ha de chocar necesa­
riamente con las limitaciones que impo­
ne el sistema político antidemocrático 
en vigencia, que niega de modo sistemá­
tico la participación de la masa, y en el 
cual los límites de la acción popular co­
lindan en el mismo punto donde conver­
gen los planes del capitalismo, con sus 
multinacionales y el Estado incluidos.

Pues bien: una de estas entida­
des es la Central Ecuatoriana de Servi­

cios Agrícolas (CESA), nacida con el 
carácter de institución privada, a partir 
de un proyecto elaborado en 1963 por la 
Conferencia Episcopal Ecuatoriana. Al 
comienzo se trató de una Secretaría de 
Servicios Agrícolas adscrita a INEDES 
(Instituto Ecuatoriano para el Desarro­
llo), a pedido de la mencionada Confe­
rencia. En 1967 adoptó la forma actual 
de CESA, organismo encargado de fo­
mentar la asistencia crediticia, técnica y 
organizativa de los organismos campesi­
nos, principalmente en las haciendas de 
la Iglesia, sobre la base de un proyecto 
piloto de reforma agraria que incluía 3 
diócesis católicas y 6 latifundios con una 
extensión global de 11.000 hectáreas.

Las fuentes financieras de 
CESA fueron básicamente las siguien­
tes entidades extranjeras: MISEREOR, 
EZE, Brot fuer die Welt, BID, Desarro­
llo y Paz (de Canadá), OXFAM, Cam­
paña Holandesa de Cuaresma, Entraide 
et Fratemité del Exterior, FEPP.

Parte de los fondos que recibe 
CESA son reembolsables, especialmen­
te aquellos que están destinados a la 
asistencia crediticia o a la asistencia téc­
nica propiamente dicha. Otros fondos 
son reembolsables; en este caso, cuando 
los organismos receptores han puesto en 
marcha planes que vuelven innecesaria 
dicha ayuda.

En 1976, CESA tenía cuatro 
agrónomos en la zona del Chota, cuya
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labor, en parte, consistía en desarrollar 
cursos de agrotécnica en las comu­
nas. Por otra parte, CESA participaba 
en el financiamiento y construcción de 
un puente iniciado por INERHI. Con 
CESA colaboraban técnicos del Servi­
cio de Voluntarios Alemanes.

Ahora bien, aun atribuyéndoles 
las mejores intenciones a organismos 
como CESA, ladeando de momento las 
implicaciones políticas negativas que se 
pudieran encontrar en su constitución y 
en sus programas, lo que se concluye es 
que tampoco estos pueden jugar un rol 
decisivo en el cambio social. Podrán 
atenuar el peso del hierro opresor o sua­
vizar sus drásticos efectos, pero no po­
drán ir más allá. Y esto vuelve, otra vez, 
a caracterizar el tipo de reforma agraria 
aplicado en la provincia de Imbabura, 
con su secuela ya evidenciada en rela­
ción con las comunas.

Pero hablemos de otro proble­
ma: la intervención directa de los Esta­
dos Unidos en el campo de Imbabura, 
que a diferencia de los casos menciona­
dos anteriormente, se da sin atenuantes, 
con todos los agravantes posibles, pues 
obedece a una política de dominación 
articulada y coherente.

En la década del 60, la interven­
ción norteamericana reviste, ante todo, 
la forma de “cooperación” por parte del

Cuerpo de Paz. Bien recibidos al co­
mienzo, los yanquis fueron poco a poco 
poniéndose en evidencia para terminar 
muchas veces repudiados por las comu­
nidades campesinas. Y es que junto a una 
aparente labor de ayuda, desataron odios 
políticos y religiosos, violentaron las for­
mas culturales propias del medio e inclu­
sive, a decir de muchos, introdujeron el 
uso de drogas, como la marihuana, prác­
ticamente no conocida hasta entonces.

Según lo que se nos ha dado a 
conocer, el Cuerpo de Paz actuó muchas 
veces en unión de los Voluntarios Ale­
manes, especialmente en el norte de Im­
babura. Sin embargo, al momento de la 
investigación, su presencia, cuando me­
nos en su forma directa había disminui­
do radicalmente: nosotros encontramos 
un solo miembro de este Cuerpo, que 
residía en la comunidad de la Rinconada 
y participaba en los programas oficiales 
de desarrollo agrícola.

También se halla presente el 
Instituto Interandino de Desarrollo, vin­
culado al célebre Instituto Lingüístico 
de Verano, el cual programa cursos de 
idioma quichua para profesores rurales, 
cursos inicialmente a cargo de los norte­
americanos Luisa Starck y Donald. En 
1977 existían 5 escuelas rurales bilin­
gües, provenientes de esta política, casi 
fuera del control de las autoridades na­
cionales de educación.
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En el terreno de la educación, 
tiene su parte el Plan Padrinos, también 
de factura norteamericana, que intervi­
no en la creación del Núcleo de Educa­
ción de Rumipamba.

Mas el peso de la política de do­
minación yanqui sobre esta provincia -y  
sobre el campo del país, en general- lo tie­
nen sobre sí las numerosas sectas que, con 
distintos nombres y disfraces, están por 
todas partes. Veamos algunos ejemplos:

En la comunidad indígena de 
Morochos, parroquia Quiroga del can­
tón Cotacachi, se hizo presente hace 
10 años la Iglesia de los Santos de los 
Últimos Días, mejor conocida como 
Mormones, prometiendo diversas obras 
a favor de la comunidad, que según es­
tudios de la Misión Andina, tenía para 
1963, 930 habitantes distribuidos en 70 
familias. Los mormones construyeron 
una capilla en 1970 y se dedicaron a la 
catequización, ya en forma directa, ya a 
través de pastores indígenas reclutados 
en la comunidad indígena de Agato, 
Otavalo. Los mormones visitan acti­
vamente las comunidades vecinas de 
Morales Chupa, Chilcapamba, Topo, 
Anrabí, promoviendo fricciones entre 
católicos, que son los más, y los adeptos 
a la nueva religión. Su prédica se basa 
en la abstinencia de alcohol, cigarrillos 
y relaciones sexuales, que por cierto 
ellos están muy lejos de practicar, según 
el testimonio de los pobladores.

Los Testigos de Jehová, que 
tienen sus centros de operaciones en 
Cotacachi y Otavalo, extienden su ac­
ción a numerosas comunidades; distri­
buyen entre ellas profusamente su pro­
paganda y difunden su reaccionaridad 
ideológica que incluye el rechazo a sis­
temas médicos como la transfusión de 
sangre y la prédica acerca de la proxi­
midad del fin del mundo.

Una secta extremadamente no­
civa y peligrosa la constituye la llamada 
fe B’ahai, que dice practicar una religió 
universal que hermana a los hombres, 
a los pueblos y hasta a las mismas sec­
tas religiosas. Los promotores B’ahai 
conocen el idioma quichua y esto les 
facilita su labor, pero realizan activida­
des muy poco propias de la simple ca­
tequización, como es la de seminarios 
internacionales, efectuados en Otavalo, 
sobre medios de comunicación de ma­
sas; poseen equipos ultramodernos para 
comunicaciones y hablan inclusive de 
fundar centros de nivel universitario. Se 
conoce que en estos seminarios han par­
ticipado técnicos de la NASA, expertos 
en satélites. De origen persa, en la apa­
riencia, cuenta con personal norteameri­
cano, entre el cual se observa la presen­
cia de elementos racistas. La fe B’ahai 
tiene sus seguidores particularmente en 
las comunidades La Calera y San Pedro.

Es importante subrayar que el 
papel de estas sectas religiosas nada tiene
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que ver con la difusión de una fe cual­
quiera. Invariablemente, su acción se 
encamina a destruir las culturas nativas y 
a romper los vínculos comunitarios inhe­
rentes a ellas: el espíritu de cooperación, 
de ayuda mutua, los tradicionales nexos 
católicos, la relación lingüística. Al mis­
mo tiempo, las sectas diseminan toda cla­
se de valores culturales correspondientes 
al capitalismo, tales como la tendencia 
al consumo irracional y competitivo, al 
individualismo primario, al triunfo per­
sonal, no importa el precio. Todo esto, 
mezclado con dosis de “planificación” 
familiar bajo planes autorizados por los 
Ministerios de Bienestar Social y de 
Salud; más anticomunismo; más fata­
lismo respecto de la proximidad del fin 
del mundo y de lo inútil que resulta, en 
estas condiciones, luchar por objetivos 
terrenales como los derechos humanos, 
sociales y políticos. Independientemente 
de lo que crea cada uno de sus integran­
tes, estas sectas cumplen un papel desta­
cado como agencias culturales y políticas 
extranjeras, como instrumentos para for­
mar poblaciones aptas para el yugo de la 
dependencia extranjera. O bien son sim­
ples centros de espionaje.

Por otra parte, estas sectas, sin 
excepción, mueven grandes recursos 
económicos, que solo pueden provenir 
de Estados poderosos y de grupos mo- 
nopólicos internacionales apropiados del 
excedente económico de los pueblos. La

magnitud, variedad y desarrollo de sus 
medios propagandísticos así lo descubre.

Además, en el caso de esta 
provincia, como en el de todo el país 
y buena parte de América Latina, hay 
que destacar la penetración masiva y 
lograda por la radio evangelista HCJB, 
la Voz de los Andes (o bien Hoy Cristo 
Jesús Bendice), a través de sus progra­
mas musicales, religiosos, de consejos 
técnicos, tanto en español como en qui­
chua y otros idiomas que se hablan en 
nuestro medio. Esta poderosa emisora 
es escuchada, prácticamente sin excep­
ción, desde antes que se anuncie el alba. 
Los campesinos cuentan que, con fines 
promocionales, las sectas distribuían en 
años recientes receptores de transisto­
res gratuitamente. Los aparatos traían 
el dial sellado; es decir, al prender su 
radio, el campesino escuchaba una sola 
emisora: HCJB.

La acción venenosa y disolvente 
de las sectas norteamericanas, ya ha co­
brado su precio en la provincia. En co­
munidades como La Compañía, Chava­
lo, son frecuentes los choques violentos 
entre católicos y evangélicos, unidos 
fuertemente en el pasado por vínculos 
sociales y de sangre.

Conviene agregar que los pasto­
res de estas sectas jamás promueven ac­
ciones que tiendan a unir nuevamente a
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las comunidades divididas: esto denun­
cia el trasfondo de su verdadera política. 
Algo más esclarecedor todavía: con­
forme se explica de parte de sacerdo­
tes católicos y campesinos, que apelan 
a numerosas experiencias, la acción 
evangélica es muy dedicada y sostenida 
hasta el punto en que se rompe la uni­
dad comunitaria. Entonces los evange- 
lizadores cambian de sitio. Los nuevos 
adeptos conseguidos por la secta y los 
antiguos católicos se encargan, por sí 
mismos, de llevar adelante la división 
-por cierto, de modo inconsciente-, y no 
en términos meramente religiosos, sino 
también culturales, pues la secta se ha 
encargado de borrar los valores tradicio­
nales en la mente de sus feligreses, para 
suplantarlos por otros “nuevos” , que 
tienden a programar individuos dispues­
tos al capitalismo y a la servidumbre ex­
tranjera, que anotamos lúteas arriba.

En el curso de esta investigación 
conocimos el caso de una institución ex­
tranjera que merece citarse en un plano 
diferente. Se trata de la organización 
francesa denominada HERMANOS DE 
LOS HOMBRES. De lo que se describe 
en materiales consultados por nosotros 
y del relato de algunos de sus integran­
tes, venimos a conocer lo siguiente:

En 1965, Armand Marquiset, 
ciudadano francés, se hallaba en la In­
dia. Observó un drama humano que allí 
se desarrollaba: campesinos abandona­

dos, sin alimento, medicinas ni tierra. 
Al retomar a Francia organizó un grupo 
de jóvenes a quienes envió luego a la 
India con una dotación de alimentos y 
propósitos de asistencia.

En 1967, al ver que este tipo de 
ayuda era insuficiente, y ya proyectán­
dose hacia otros continentes, el grupo 
decide enviar también un equipo médi­
co a la India, Africa y Brasil. Luego, 
estas experiencias le aleccionan en el 
sentido de que esta labor es incompleta 
y debe inscribirse dentro de planes glo­
bales, que consulten diversos aspectos 
socioeconómicos y técnicos, a partir del 
principio de que los propios miembros 
de la comunidad -en este caso, campesi­
nos- hallen soluciones a sus problemas, 
como requisito para avanzar en dichos 
planes, si bien con asistencia inicial que 
se considera indispensable.

Para 1977, 50 Hermanos de los 
Hombres se hallaban aplicando a diver­
sos proyectos en la India, Bangladesh, 
Alto Volta, Brasil, Haití, Ecuador, entre 
otros países.

Al Ecuador, los Hermanos de 
los Hombres ingresaron en 1971 y des­
envolvieron su actividad hasta 1973, 
bajo la dirección de la Misión Andina. 
Luego, en forma autónoma.

El medio escogido por esta or­
ganización fue el que cubre la zona de
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Pimampiro y Mariano Acosta: 105.400 
hectáreas, de las cuales 54.400 corres­
ponden a Mariano Acosta, principal 
asiento de las actividades a desarrollarse.

Mariano Acosta registra 3.000 
habitantes aproximadamente, con una 
densidad de 6 habitantes por kilómetro 
cuadrado. Cifra muy baja pero que se 
eleva, según los estudios de la entidad, a 
75 por kilómetro cuadrado, en relación 
con las tierras aptas para el cultivo, que 
suman únicamente el 7% del total.

El medio en que esta organiza­
ción habrá de actuar está dominado por 
propietarios minifundistas: 70% de la 
población con un promedio de 3/6 hec­
táreas por familia.

Para entonces, el ingreso anual 
por familia era del orden de los 200 dó­
lares, es decir, 5.000 sucres, lo que re­
presenta aproximadamente tres sucres 
diarios por cada persona.

Este ingreso se concentra en 
una producción (trigo, cebada, papas, 
maíz) de autoconsumo.

La deficiente calidad de los te­
rrenos, la pequeñez de las parcelas, la 
dificultad de las vías, el abandono por 
parte del Estado, la carencia de crédi­
to oficial, todo determina que Mariano 
Acosta sea una población afectada de

clamorosa miseria y víctima, como es 
lógico, de toda clase de intermediarios, 
latifundistas y grandes comerciantes 
cuyo centro de acción está ubicado a va­
rios kilómetros de distancia, en Pimam­
piro. Las formas de explotación podrían 
advertirse en un solo dato: los chulque- 
ros cobran intereses, regularmente, de 
300% en el año. Y la suerte de los cam­
pesinos podría verse en las estadísticas 
vitales: en 1975, sobre 3.000 habitantes 
aproximadamente, se registraron 158 
nacimientos, contrarrestados por 71 de­
funciones, entre las cuales figuraron 37 
niños menores de un año.

El origen de la población de 
Mariano Acosta lo señalan los estudios 
de los Hermanos de los Hombres: “A 
principios de siglo, algunas familias de 
huasipungeros de haciendas (equivalen­
tes a esclavos de la Edad Media) pro­
cedían de Ibarra, huyendo de una vida 
inhumana, para colonizar las tierras vír­
genes del futuro Mariano Acosta. To­
dos los colonos eran indios, pero poco a 
poco se han ido introduciendo algunos 
blancos y mestizos. Este pionerismo 
que ha durado un medio siglo ha termi­
nado mal, puesto que en su mayor parte 
se hizo para liberarse de la explotación 
para allí recaer enseguida..

El esfuerzo de los Hermanos de 
los Hombres ha sido considerable. Co­
menzó por el estudio pormenorizado de
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las características socioeconómicas de 
la zona, base para el diseño de cualquier 
proyecto. Continuó por la búsqueda de 
líderes, su preparación y la motivación 
de los pobladores y luego se ha desen­
vuelto en varias instancias y planes:

Disminuir los efectos de la usura 
“chuleo” mediante la creación 
de una caja agraria en Mariano 
Acosta, para facilitar créditos al 
campesino y eliminar la acción 
rapaz del “chulquero”.

Fomentar la creación de una 
cooperativa de comercialización 
en la comuna Guanupamba, de 
Mariano Acosta (hoy la Coope­
rativa Unión Campesina).

Fomentar la creación de la Coo­
perativa Hermanos de los Hom­
bres en Mariano Acosta, donde 
hoy funciona en edificio propio, 
con sucursal en Pimampiro.

Entre los logros de esta acción 
se cuenta la formación de la Cooperati­
va de Ahorro y Crédito Hermanos de los 
Hombres que se formó en junio de 1973 
con el asocio de 430 familias. Se inició 
enseguida la construcción de bodegas 
para almacenamiento de abonos, semi­
llas, pesticidas, fungicidas y herramien­
tas diversas; una oficina con su equipa­
miento, un camión de 5 toneladas. La

aplicación de una política de créditos 
con 12% anual de interés disminuyó la 
acción de los usureros radicalmente, y la 
creación de bodegas propias y sistemas 
de comercialización afectaron o supri­
mieron el rapaz sistema de los interme­
diarios. Al mismo tiempo, la asesoría 
técnica más la utilización de fertilizan­
tes, permitió elevar el rendimiento hasta 
que se triplicara.

Los logros alcanzados son sig­
nificativos en relación con el trigo, pro­
ducto básico en el ingreso de la zona, 
que bajo el sistema de los intermediarios 
llegaba a perder su valor en 50 o 60%. A 
partir de 1973, la Cooperativa comenzó 
a comercializar directamente el produc­
to vendiéndolo en molinos de Quito, con 
mejores condiciones de precio y de peso.

Todo esto se ha conseguido 
venciendo la natural desconfianza del 
campesino y la agresiva oposición de 
chulqueros, intermediarios, terratenien­
tes y autoridades. Los beneficios son 
sensibles para las comunidades de Ma­
riano Acosta, Guanupamba, Coliburo, 
El Alisal, Puetaquí y La Florida.

Por otra parte, a exigencias de los 
campesinos que han despertado de este 
modo a una sana conciencia de sus dere­
chos y sus posibilidades, el control de la 
cooperativa y otros proyectos ha pasado o 
va pasando a manos de ellos mismos, lo
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que disminuye los efectos negativos del 
patemalismo y el peligro de manipulación 
política, nacional o foránea. Estos logros 
en el cooperativismo, afirman el sentido 
comunitario tan arraigado en estas co­
munas que no son únicamente indígenas, 
pero que tienen lo indígena como la mé­
dula de su constitución.

Menos claro es el proyecto de 
colonización semi-dirigida o Proyecto 
Payamino, también encauzado por los 
Hermanos de los Hombres, en coordi­
nación con el IERAC y con el respaldo 
de varios ministerios (Obras Públicas, 
Educación, Agricultura, Salud).

El proyecto consiste en la colo­
nización de 16.000 hectáreas en las cer­
canías del Coca, junto al río Payamino, 
a donde no se puede llegar sino dando 
grandes rodeos por otras provincias. Allí 
deberán asentarse 250 familias, con 50 
hectáreas cada una, aproximadamente.

La realización del proyecto 
comprende el viaje del campesino hacia 
la zona de Payamino, con derecho a re­
gresar, si así lo quiere. La organización 
le ayudará posteriormente a trasladar a 
su esposa e hijos, de tenerlos.

La justificación del proyecto se 
basa en que Mariano Acosta y las comu­
nas que se asientan en la zona, carece de 
perspectiva para el campesino joven, por 
lo que debe incitársele a la colonización.

Sin embargo, esto no parece razonable, 
principalmente a causa de que el envío 
de jóvenes al Payamino debilita a la co­
munidad indígena y la condena, en pers­
pectiva, a una miseria mayor que la que 
se pretende erradicar, pues le priva de 
fuerza de trabajo nueva, de las iniciativas 
y luces de la juventud. Se produce así 
sentimientos de desarraigo y frustración 
tanto en los jóvenes como en los padres, 
particularmente en los más viejos.

Además, la propia acción de los 
Hermanos de los Hombres está demos­
trando que la problemática central de 
Mariano Acosta se sitúa en la superex- 
plotación que ha venido padeciendo el 
campesino a manos de intermediarios y 
chulqueros, así como el abandono con- 
ciente por parte del Estado (conciente, 
en la medida que sirva a intereses de la 
clase dominante).

Por lo demás, en Mariano Acos­
ta y El Alizal hemos hablado con jóvenes 
que fueron al Payamino y volvieron de­
cepcionados. Se quejaban de la distancia, 
la diversidad absoluta del medio geográ­
fico y, por fin, del “racismo de los france­
ses” que, al decir de los jóvenes, les discri­
minaban en todo, inclusive en la comida.

Con todo lo discutible que pue­
de ser, la experiencia de los Hermanos 
de los Hombres debe tomarse en cuenta 
por las enseñanzas que deja y los temo­
res que suscita.
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Pero oigámosles a ellos:

“Desde el principio habíamos 
puesto en el lugar (Mariano Acosta) una 
caja de crédito agrario, administrada y 
financiada por nosotros mismos, para 
liberar al campesino de la explotación. 
Sus servicios fueron los siguientes”:

Préstamos a muy corto plazo 
(1 a 3 meses): se otorgaban estos présta­
mos generalmente antes de las cosechas, 
permitiendo a los campesinos festejar a 
San Pedro sin vender su cosecha en pie” .

Préstamos a mediano plazo (1 
a 3 años): la caja de crédito reembolsaba 
la deuda del campesino en presencia del

usurero, con el fin de levantar la hipo­
teca del terreno (desempeño de tierras. 
JGZ) para que el campesino se beneficie 
completamente de su cosecha.

El interés de este préstamo era 
el 10% anual” .

“- Préstamos a corto y mediano 
plazo (máximo 2 años), destinados a la 
producción para la compra de semillas 
mejoradas, de abonos, de material o de 
ganado. (Con la aparición de la Coope­
rativa de Ahorro y Crédito, en junio de 
1973, hemos cerrado la caja de crédito): 
En un año y medio de funcionamiento 
esta ha proporcionado a 500 familias el 
siguiente reparto de préstamos”:

D E T A L L E M O N T O

S U C R E S

N Ú M E R O  D E  P E R S O N A S  

B E N E F I C I A D A S

D e s e m p e ñ o  d e  t i e r r a s 5 0 . 0 0 0 3 2

A n t i c i p o  d e  c o s e c h a s 1 3 2 . 0 0 0 3 5 0

P r é s t a m o s  sin i n t e r e s e s 7 0 . 0 0 0 1 5 0

A b o n o s 1 5 0 . 0 0 0 2 2 2

S e m i l l a s  s e l e c c i o n a d a s 4 2 . 0 0 0 6 8

G a n a d e r í a 4 5 . 0 0 0 4 0

M e j o r a m i e n t o  d o m é s t i c o 1 0 . 0 0 0 l 8

T O T A L 4 5 4 . 0 0 0 8 8 0

“El balance fue bastante po­
sitivo en cuanto al mejoramiento de 
la producción y a la liberación de los 
campesinos frente a la usura. La ex­
periencia nos ha demostrado algunos 
errores sobre todo en el objetivo de la 
formación de la cooperativa”:

“ 1. La educación al ahorro 
fue descuidada para ciertos préstamos, 
puesto que nosotros otorgábamos los 
créditos sin ningún ahorro previo” .

“2. La gestión estaba completa­
mente a nuestro cargo. El aporte huma­
no de los autóctonos fue nulo”.
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“3. No teníamos una estructura 
suficientemente organizada para controlar 
la inversión correcta de los préstamos”.

“4. En fin, no hemos sido lo 
bastante firmes para que los campesinos 
paguen sus créditos dentro del plazo fi­
jado Se puede decir que ellos tienen la 
fastidiosa costumbre de vivir siempre 
endeudados...”

LA LUCHA CAMPESINA

En la provincia de Imbabura 
existen diversas formas de organización 
agraria y principalmente tres:

1. Comunas tradicionales.
2. Cooperativas y precooperativas.
3. Asociaciones y sindicatos.

No existe una diferenciación ri­
gurosa entre unas y otras; a veces, más 
bien, se entrecruzan y confunden, pero 
podemos decir que las comunas son la 
base histórica de las demás formas de 
organización, con sus raíces en los ay- 
llus que sobrevivieron a la conquista in­
cásica, a la conquista española y al per­
manente despojo de tierras practicado 
por la Colonia y la República.

En el pasado, las comunas cons­
tituyeron unidades territoriales, sociales 
y culturales muy marcadas. Gobernadas 
antes de España por guerreros y patriar­
cas, las comunas fueron adoptando luego

el régimen de Cabildo, cuerpo colegiado 
a cuyo mando se hallaba un alcalde, go­
bernador o presidente, según las denomi­
naciones que se adoptaran en las diferen­
tes parcialidades indígenas. El cabildo 
era electivo y en la elección participaban 
algunas ocasiones las mujeres.

Uno de los rasgos propios de la 
comuna era cierta autonomía tanto para 
esa elección cuanto para el estableci­
miento de normas de convivencia social. 
El vínculo lingüístico y los nexos cultu­
rales, en general, constituyeron siempre 
el nudo principal en la red de múltiples 
relaciones interiores de la comuna.

En ocasiones se mantenían te­
rrenos de propiedad y uso comunitarios, 
a la vez que parcelas individuales. Se 
practicaba en forma extensa la ayuda 
mutua para el laboreo de la tierra y la 
construcción de casas, caminos, ace­
quias, puentes.

La permanente agresión de los 
latifundios a las comunas para crecer a 
costa de la tierra de estas, la reducción 
del indígena a la servidumbre (las dis­
tintas modalidades del llamado preca- 
rismo), la exacciones de la Iglesia y los 
atropellos del Estado gamonalicio, así 
de un lado debilitaron a la comuna indí­
gena, de otro la convirtieron en bastión 
democrático y centro de resistencia con­
tra el gamonalismo. Dan prueba de ello
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las masacres ejecutadas por la fuerza 
pública y los latifundistas. Hoy mismo, 
en las cárceles de la provincia se hallan 
campesinos víctimas de toda clase de 
patrañas judiciales e inequidades de la 
autoridad, ejecutadas por iniciativa y a 
satisfacción de la clase dominante.

Al decretarse en 1964 la “refor­
ma agraria”, la comuna tradicional ha 
perdido gradualmente su fuerza para dar 
paso a la organización cooperativista pla­
neada e impulsada por la Alianza para el 
Progreso, que ha buscado invariablemen­
te implantar las siguientes políticas:

1. Destruir una forma social de pe­
ligrosas proyecciones sociales 
en la que, por ejemplo, podían 
afincarse gérmenes socialistas.

2. Debilitar unidades culturales re­
sistentes a la agresión cultural 
extranjera, sin la cual ningún 
proyecto de dominación externa 
es factible.

3. Ahondar la diferenciación so­
cial en el campo, mediante la 
formación de élites constituidas 
por antiguos líderes patriarcales 
y por líderes nuevos, entrenados 
en aspectos contables, en nue­
vas técnicas de cultivo y gana­
dería, así como en métodos de 
planificación familiar.

4. Modernizar el campo, articu­
lándolo de modo más completo 
y seguro a los proyectos globa­
les del desarrollo capitalista del 
país y, en última instancia, del 
sistema capitalista mundial.

El advenimiento de un sistema 
de cooperativas íntegramente controla­
do por el Estado y legalizado por él, te­
nía que determinar por fuerza el debili­
tamiento de los valores intrínsecos de la 
vieja comuna, y es lo que cabalmente ha 
sucedido en la provincia de Imbabura. 
Pero aquel cooperativismo no ha podi­
do desarrollarse en la medida propuesta 
por sus progenitores; en parte porque 
fue concebido mediante trasplante me­
cánico de modelos correspondientes a 
otros países; en parte por la resistencia 
de la capa más reaccionaria de la clase 
dominante; y, en parte por la resistencia 
de las comunas. Hoy el panorama se 
muestra sí:

1. La disponibilidad de tierras es 
muy escasa. En la comuna Pun- 
huaico, Ibarra, por ejemplo, 24 
familias (180 personas) están 
asentadas sobre 5 hectáreas. El 
crecimiento poblacional deter­
mina que el minifundismo crez­
ca sin cesar.

2. La disponibilidad de tierras de 
uso comunal es cada vez menor, 
aunque se encuentran comunas
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donde estas existen. La comu­
na Rumipamba, que cuenta con 
120 hectáreas para 200 familias 
(1.300 personas), dispone la mi­
tad de la tierra, 60 hectáreas para 
pastos comunales. La comuna 
Paniquindra, en el mismo cantón 
Ibarra, cuenta con 600 personas 
-indígenas como en los casos 
anteriores- y 190 hectáreas en 
total, de las cuales 100 son tierras 
comunales dedicadas al pastoreo 
(sector Cubilche). En la comuna 
Morochos Cumbiasil, legalmente 
denominada Morochos, anterior­
mente se disponía de tierras co­
munales que se cultivaba en unión 
de las comunas vecinas de Mora­
les Chupa y Chilcapamba, en las 
cuales sembraban ocas, mellocos, 
papas o bien las dedicaban al pas­
toreo gratuito para todos ellos, y 
que le costaba 5/10 sucres por ca­
ballo a los campesinos mestizos. 
La inasistencia oficial, la falta de 
abonos, crédito y semillas, hizo 
que se dejara de cultivar la tierra 
comunitariamente. Hoy, 145 fa­
milias están asentadas sobre 60 
hectáreas cultivables, las cuales 
todas carecen de riego.

3. Al debilitarse la comuna y no 
afirmarse la cooperativa, la 
mano de obra que se libera de 
este modo se convierte en mano

de obra ambulante, en errático 
desempleo en busca permanen­
te de salarios. Los comuneros 
que se proletarizan por esta vía 
no llegan a constituirse en nú­
cleos firmes desde el punto de 
vista de la concentración obrera, 
ni de la organización sindical. 
Mano de obra sin calificación, 
está destinada a deambular de 
construcción en construcción o 
de hacienda en hacienda.

Desde luego, tanto las comunas 
tradicionales como las nuevas organiza­
ciones -precooperativas, cooperativas, 
asociaciones, sindicatos- no se someten 
a la miseria y la explotación sino que des­
pliegan constantes luchas de carácter rei- 
vindicativo. Los ejemplos son múltiples:

La comuna de la Rinconada se 
mantiene en pie de lucha desde el siglo 
pasado por las tierras de Cochicaranqui, 
arrebatadas a sus antepasados por la Cu­
ria de Ibarra.

En Chirihuasi, en 1956, los co­
muneros se sublevaron por el maltrato y 
las injusticias, exigiendo el cese de los 
abusos y el alza del salario de UN SU­
CRE a DOS SUCRES. Luego la lucha 
se amplió a la demanda directa de tie­
rras. Esto sucedió en la hacienda San 
José de Cacho, hoy del Estado, de la que 
fuera dueño Teodoro Gómez de la Torre.
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Entregada a grandes arrendatarios, estos 
obligan a trabajar a los campesinos me­
diante latigazos.

En la zona de Pimampiro, el mo­
nopolio de grandes extensiones en pocas 
manos y la escasez de tierras para los 
trabajadores agrícolas, les ha llevado a 
la conformación de una cooperativa que 
reclama la posesión de la hacienda San 
Juan. Se ha entablado el juicio corres­
pondiente. El dueño, Humberto Román, 
contrarresta la acción de la cooperativa 
integrada por sus ex huasipungueros, 
utilizando varios métodos. Emplea la 
amenaza y asigna a algunos campesinos 
reclamantes parcelas en malos terrenos 
(llamados chaparros), a cambio de que se 
retiren de la organización.

En Paniquindra, problemas de 
años recientes dejaron saldos de campesi­
nos muertos, dirigentes presos, sembríos 
destruidos, organizaciones perseguidas.

En La Magdalena, los campesi­
nos han debido soportar diariamente los 
embates del hacendado y de los repre­
sentantes del gobierno. Las amenazas de 
muerte a los líderes (y la muerte poco ex­
plicable de alguno de ellos), las golpizas, 
los abusos, las acusaciones arbitrarias de 
robos, están a la orden del día. Muchos 
comuneros han pasado por la prisión.

En Tumbabiro, zona de Urcu- 
quí, esta investigación registró un hecho

importante, testimoniado por numerosos 
campesinos: el violento desalojo de que 
fue objeto una organización agrícola in­
tegrada por doce partidarios de las tierras 
de Nacho Cabrera, al cual entablaron un 
juicio por precarismo. En 1970 una pa­
trulla compuesta por 100 soldados incen­
dió las chozas de los campesinos, quie­
nes fueron “botados” a Ajumbuela.

En los días de la investigación 
conocimos de un hecho muy comenta­
do, que acababa de suscitarse. Reuni­
dos numerosos campesinos de los alre­
dedores de Mariano Acosta, decidieron 
echar fuera de su despacho al teniente 
político, a quien acusaban de compli­
cidad con los “grandes” y de numero­
sos atropellos. En efecto, penetraron a 
la oficina, lo sacaron a empellones, le 
despojaron de las llaves, pusieron can­
dado a la puerta y se marcharon. Lue­
go exigirían que el gobernador cambia­
ra su autoridad local. Un gesto así, en 
medio de imperio militar y de diarias 
represiones contra las masas, demues­
tra el ánimo de los campesinos.

En el valle del Chota los casos 
de enfrentamientos y reclamaciones 
son numerosos, en parte porque los ex 
huasipungueros se han negado a dejar 
las parcelas cultivadas tradicionalmen­
te para dar paso a lo que las autoridades 
han denominado “reasentamiento más 
racional”. Así sucedió en San Vicente 
Pusir. Actualmente, casi todas las coo­

208



REVISTA ECONOMÍA 101 - JULIO 2011

perativas del Chota luchan por la con­
secución de tierras y como no las hay 
suficientes, se las disputan a los terrate­
nientes. Estas acciones han determina­
do el surgimiento de una organización 
sindical que abarca a todo el valle: la 
Federación de Trabajadores del valle 
del Chota, mejor conocida por sus si­
glas: FETRAVACH, integrante de la 
Central Ecuatoriana d Organizaciones 
Clasistas o CEDOC.

Entre los trabajadores agrícolas, 
la organización más importante es la 
que agrupa a los asalariados del Ingenio 
Tababuela, que han sostenido valiosas 
jomadas reivindicativas.

El surgimiento de la acción 
sindical, el mantenimiento o amplia­
ción de las organizaciones, sus luchas 
diarias, obedecen parcialmente al in­
cremento del trabajo de las centrales 
sindicales, principalmente la CEDOC, 
de organizaciones indígenas como 
ECUARUNARI y de los partidos y 
grupos de izquierda.

La acción de todos ellos ha per­
mitido, en conjunto, el crecimiento de 
la conciencia social de los campesinos, 
la incorporación a planos más elevados 
de formación política y aún de capacita­
ción profesional.

Desgraciadamente, esa acción 
ha sido impulsada con frecuencia bajo

principios y esquemas rígidos, que no se 
compadecen con la realidad. Según es­
tos -para citar el aspecto más destacado 
de una concepción errónea- el indio no 
es más que un ente clasista, una catego­
ría económica, no una entidad histórica, 
étnica, cultural y clasista al mismo tiem­
po. Por tanto, de acuerdo a esa concep­
ción, el indígena debe inscribirse en la 
lucha de clases directamente, como ente 
clasista, proletario o aliado del proleta­
riado. Para los dogmáticos -que pien­
san de este modo- y, lo que es peor, que 
obran en consecuencia, cualquier refe­
rencia a los factores históricos, étnicos 
y culturales, en el concepto global del 
indio y lo indígena, es despreciable ra­
cismo o antropologismo burgués.

Desconocedores de esta reali­
dad totalizadora y, además, aplicando 
consabidos sectarismos, muchos pro­
pagandistas sindicales y de izquierda 
siembran la confusión entre los indí­
genas menos ilustrados al hablarles de 
cosas que, para ellos, están más en las 
nubes que la prédica de los Mormones o 
los Testigos de Jehová: cosas tales como 
el marxismo-leninismo, el revisionismo, 
la mitología revolucionaria, los ídolos 
desconocidos o las canciones traídas de 
mundos extraterrestres, todo acompaña­
do de blasones y símbolos extraños.

Durante la investigación presen­
ciamos la formación de un centro cultu­
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ral otavaleño, de un lado, y correspon­
diente a un país socialista, de otro lado. 
El centro proyectó algunas películas y 
fue inaugurado y bautizado con una co­
piosa comida, en distinguido lugar para 
turistas, en el que se dieron el abrazo va­
rios líderes indígenas y notorios diplo­
máticos. Poco tiempo después, el centro 
desaparecía y los invitados desertaban. 
¿Qué había sucedido? Sencillamente 
que los indígenas, ante las críticas de la 
comunidad -cierto que críticas basadas 
en prejuicios- no querían verse luego 
como agentes del comunismo interna­
cional y de una potencia extranjera, que 
era como les llegó a pintar la propagan­
da interesada.

EL PORVENIR DE LA COMUNA

La comuna indígena está senten­
ciada a muerte. Si antes representó un 
obstáculo para la expansión del latifun­
dio y la aplicación de métodos feudales o 
semifeudales por parte de los terratenien­
tes, hoy representa un obstáculo al desa­
rrollo capitalista y, de modo primordial, a 
la base de sustentación de este, que no es 
otro que la dependencia extranjera, con 
su cola de empresas multinacionales.

La lucha por la parcela campesi­
na y el usufructo comunal de la tierra; la 
oposición al usurero y al intermediario: 
la reivindicación de una auto dirección; 
la defensa de su cultura, todo esto restrin­

ge el campo de acción de los decadentes 
y parasitarios, aunque venidos a menos, 
sectores de viejos terratenientes, pero 
también de los empresarios capitalistas.

Similares razones, con énfasis 
en lo cultural, están presentes en el re­
chazo del imperialismo a la vigencia de 
la comuna, aunque en este caso hay tam­
bién otros factores adicionales de gran 
importancia. Uno es el interés de los 
monopolios del turismo sobre esta pro­
vincia rica en paisajes, a punto que se le 
ha llamado la “provincia de los lagos” , 
en artesanías, en auténtico folklore. 
Otro es el interés en determinados mine­
rales, como el que se nos pusiera de ma­
nifiesto a través de varios testimonios, 
en relación a las expectativas de uranio 
en la zona de Intag, donde prospectores 
norteamericanos se vendrían disputando 
con los de otras nacionalidades el dere­
cho a futuras concesiones.

Además, Imbabura es la provin­
cia de la sierra que está destinada a ser 
el paso obligado de la vía Interoceánica, 
según el proyecto que debe unir a Ma- 
naos, en el Amazonas brasileño, con el 
puerto ecuatoriano de San Lorenzo, en la 
provincia de Esmeraldas. Este proyecto 
es vital para el expansionismo del Bra­
sil y de las multinacionales que operan 
a través del gigante de América del Sur, 
como es también vital en la concepción 
estratégica del Pentágono, dentro de los
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planes de dominación mundial y ante la 
eventualidad de una Tercera Guerra.

No es casual entonces, la agre­
sividad con que se ha venido atacando 
a la comuna indígena (y en general, a 
la comuna agraria, no siempre indíge­
na, como en el caso del Chota), en la 
pretensión de destruirla o transformarla 
en apéndice atrofiado del Estado, por la 
senda del cooperativismo individualista 
y manipulado burocráticamente.

Si todo esto es así, ¿cuál debe 
ser entonces la política de las comunas, 
particularmente de los sectores más po­
bres y marginados?, ¿cuál la política de 
las centrales sindicales y otras organiza­
ciones populares?, ¿cuál, finalmente, la 
política de la izquierda?

De todo lo visto, se hace evi­
dente que la única política correcta y 
justa es la defensa de la comuna, con 
todo su universo de valores.

Afirmar, como lo hacen algunos 
(y lo hacen en serio) que la comuna es in- 
trínsicamente reaccionaria porque repre­
senta una forma precapitalista, en tanto 
que el desarrollo capitalista la impulsa a 
un plano superior, pues la asimila al pro­
letariado y, perspectivamente, al socia­
lismo; afirmar esto, es hablar por hablar. 
No solamente porque en el Ecuador no 
está planteado como alternativa el desa­

rrollo capitalista a secas, sino el desarro­
llo capitalista bajo el taco de hierro de la 
dependencia extranjera; principalmente 
porque afirmar tales absurdos significa 
no haber asimilado las ricas experien­
cias de países atrasados, como Vietnam, 
donde formaciones precapitalistas comu­
nitarias, como las llamadas tribus, han 
jugado un rol decisivo en la liberación 
del pueblo y se han asimilado fácilmente 
a la edificación del socialismo. En todo 
caso, más fácil resulta encaminarse por 
la vía socialista a la “atrasada” comuna 
que guarda tradiciones muy profundas 
de cooperación y ayuda mutua, que a de­
terminados genios de la teoría, siempre 
sumidos en el pantano de la autoglorifi- 
cación individualista.

Todo esto obliga a replantearse 
numerosas cuestiones en relación con el 
tema de la comuna y, de paso, con todo 
el problema agrario del país. Pero este 
replanteamiento se hace indispensable, 
si se quiere avanzar y se desiste de con­
tinuar marchando y agotándose sobre el 
mismo terreno.

Este replanteamiento no es fá­
cil, cuando se vive aferrado a los dog­
mas librescos, inútilmente a la caza de 
la realidad para introducirla en la jaula 
de los textos.

El replanteamiento entraña, por 
cierto, nuevas políticas, una de las cuales
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consiste en respetar a las organizaciones 
indígenas y en procurar su unificación, 
bajo la guía (no el patronato) de con­
cepciones y proyectos revolucionarios 
claros, factibles y ajustados al medio y al 
tiempo. Solo así la comuna se salvará de

la sentencia de muerte a la que se halla 
hoy condenada y su salvación, posible 
únicamente bajo nuevas formas demo­
cráticas del Estado, afirmará los cauces 
del socialismo en nuestra patria.
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